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POSICION DEL EPISCOPADO ESPAlVOL ANTE 
LA REVISION DEL CONCORDATO DE 1953 
M.a ELENA BUQUERAS SEGURA 
PLANTEAMIENTO 
El objeto de este trabajo es el análisis de las actitudes que fue 
tomando el Episcopado en relación con el complejo proceso de crisis 
y revisión del Concordato en el período que va desde la carta que le 
dirigió Pablo VI al General Franco, en abril de 1968 -proponiéndole 
la renuncia unilateral del privilegio de presentación- hasta la pro-
mulgación de la Constitución de 1978. 
El Concordato de 1953 fue muy bien recibido por la Iglesia espa-
ñola y mereció de la misma grandes elogios l. Considerado como la 
culminación jurídico formal de unas relaciones peculiarmente amisto-
sas entre España y la Santa Sede -y no como el instrumento técnico 
riguroso que regulara las relaciones, independientemente de la cali-
dad de las mismas.,....-, el deterioro de la amistad ocasionaría inexora-
blemente el deterioro del Concordato. 
A partir del impreciso momento histórico en que la Iglesia espa-
ñola se distancia del Estado -distanciamiento que fundamentó la doc-
trina del Vaticano 11- el episcopado y el clero fueron prácticamente 
unánimes en considerar que el contenido concreto del Concordato de 
1. De la valoración positiva del Concordato hablan multitud de textos tanto 
por parte de la Iglesia como del Estado. Vid. C. MORON, Valoración por el Epis-
copado de las relaciones Iglesia-Estado en España 1936-1953, tesis inédita leída 
en 1981 en la Facultad de Derecho Canónico de la Universidad de Navarra, 
pp. 154-156 Y N. GARcfA BALART, Valoración por el Episcopado de las rélaciones 
Iglesia-Estado en España 1953-1968, tesis inédita leída en 1981 en la Facultad de 
Derecho Canónico de la Universidad de Navarra, pp. 56-60. 
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1953 ya no respondía a las necesidades concretas de la Sociedad espa-
ñola, ni -posteriormente- se ajustaba a la doctrina del Vaticano 11. 
Además de las manifestaciones de insatisfacción por el contenido 
concreto del Concordato, a las que acabo de referirme, se abordan 
también en este trabajo los siguientes puntos, reflejo de las actitudes 
del Episcopado en relación con el Concordato y su revisión: 
a) No hay una clara posición del Episcopado contraria a un sis-
tema de relaciones pactadas, aunque sí una preferencia por el sistema 
de revisión mediante Acuerdos parciales. Aun cuando en la mayor par-
te de la doctrina del Episcopado se tiende a ver el terna de la libertad 
de la Iglesia fundamentalmente en función del respeto, por parte del 
Estado, de la libertad religiosa, sin embargo nunca hubo en los obis-
pos españoles manifestaciones en favor de un régimen de relaciones 
Iglesia-Estado sin instrumentos bilaterales. 
b) Dentro de la problemática general del Concordato cobra espe-
cial importancia el tratamiento de los privilegios de presentación y del 
fuero. En cuanto al primero, al filo de polémicas en tomo a acusacio-
nes de pretendidas infracciones concordatarias de la Iglesia, al utilizar 
con frecuencia la vía de los obispos auxiliares, para promover al Epis-
copado e incorporar a los trabajos de la Conferencia episcopal a sacer-
dotes cuya elevación no había pasado por los trámites contenidos 
en el Convenio de 1941. En cuanto al segundo, a través de numerosos 
documentos de toda índole, emanados con ocasión de detenciones y 
procesamiento de sacerdotes y de los incidentes de lo que la prensa 
dio en llamar cárcel concordataria de Zamora. 
c) Dos acontecimientos de aparente marginalidad con la revisión 
del Concordato -ocupación de templos y dotación económica de la 
Iglesia- se tratan también al final del estudio, en la medida en que 
me han parecido especialmente expresivos de una determinada actitud 
de la Iglesia ante comportamientos políticos de la autoridad temporal. 
d) El fondo jerárquico y diplomático sobre el que se desenvuelve 
la revisión, es la conciencia del Episcopado de que su postura no es 
de protagonismo, sino de respeto a la competencia que en esta materia 
corresponde a la Santa Sede; por lo que las conversaciones negociado-
ras debían establecerse entre representantes de ésta y del Estado 
español. 
Por último, sólo advertir que he utilizado corno fuente hemero-
gráfica la revista «Ecclesia» -citada a lo largo del trabajo con la 
sigla E-, por considerar que refleja correctamente la doctrina epis-
copal. 
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2. EL PROBLEMA GENERAL DE LA REVISIÓN DEL CONCORDATO 
La crisis del Concordato tomó estado oficial con la respuesta del 
General Franco a la carta que le dirigió Pablo VI, el 28 de abril de 
1968, proponiéndole la renuncia unilateral del privilegio de presenta-
ción. El Jefe del Estado español decía en su respuesta, de 12 de junio 
del mismo año, que, considerando que el privilegio de intervenir en 
los nombramientos episcopales, no había sido reconocido a España 
aisladamente, sino en el conjunto de un amplio tratado con concesio-
nes recíprocas entre las partes, no era posible la renuncia unilateral 
de una de tales concesiones sin la consiguiente contraprestación. 
Desde este episodio hasta la muerte del General Franco es cuando 
se desarrolla la polémica acerca del procedimiento de revisión. En re-
lación con el mismo, se formulan tres alternativas: nuevo concordato, 
acuerdos parciales, derogación del Concordato de 1953 sin ser susti-
tuido por otros instrumentos bilaterales 2. 
La naturaleza de este trabajo excusa entrar en el análisis de la 
evolución de los sucesivos anteproyectos y proyectos que jalonaron el 
proceso de revisión, para centrarnos en la exposición de la resonancia 
que este proceso tiene en la opinión y actitudes de los obispos o en la 
línea editorial de «Ecclesia». 
A. Primeras actitudes 
En el discurso de apertura de la XI Asamblea Plenaria del Epis-
copado español (28-11 a 6-12 de 1969), Mons. Morcillo se refirió a las 
2. Cfr. P. LOMBARDíA, El procedimiento de revisión del Concordato en España, 
de próxima publicación en el volumen de los «Annali» de la Facultad de Ciencias 
Políticas de la Universidad de Génova en homenaje al Prof. L. M. de Bernardis, 
p. 2 del original; A. DE LA HERA, Iglesia y Estado en España (1953-1974), en 
«Etudes de Droit et d'histoire», en Melanges Mgr. H. WAGNON (Leuven, 1976), 
p. 193; J. GIMÉNEZ y MARTíNEZ DE CARVAJAL, Temática general de la revisión del 
Concordato español, en «La Institución concordataria en la actualidad» (Sala-
manca, 1971), pp. 467-510; VARIOS, Iglesia y Com,,midad política (Salamanca, 1974). 
Un extenso repertorio bibliográfico sobre el Concordato se puede encontrar 
en J. M. DíAZ MORENO, Bibliografía en torno a los acuerdos entre la Santa Sede 
y el Estado Español (1976 y 1979), en «Estudios Eclesiásticos», n. 55 (1980), pp. 
395-399. 
Con ocasión de los nuevos acuerdos entre la Santa Sede yel Estado español 
ha estudiado también el tema J. FORNÉS, El nuevo sistema concordatario es-
pañol (Los Acuerdos de 1976 y 1979) (Pamplona, 1980). 
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relaciones con el Gobierno español, manifestando su deseo de mutua 
cooperación y la confianza de que ésta pudiera plasmarse en el nuevo 
instrumento bilateral: «Si las noticias que llegan de haberse iniciado 
las conversaciones para revisar el Concordato son ciertas, podemos 
esperar fundadamente que en el nuevo instrumento de concordia que-
den institucionalizadas con la posible nitidez la independencia reCÍ-
proca y la positiva cooperación de la Iglesia y del Estado en España» 3. 
En declaraciones a la prensa de Mons. Piovane, de la Nunciatura 
apostólica, señaló como uno de los puntos de mayor importancia el 
de presentación de obispos. Considerando que la elaboración de un 
nuevo Concordato exigiría un tratamiento delicado y un estudio rigu-
roso y detenido 4. 
De unas declaraciones del entonces ministro de Asuntos Exterio-
res de España, en el aeropuerto de Fiumicino, «Ecclesia» destaca la 
opinión del Sr. López Bravo sobre el papel de los obispos en materia 
de revisión concordataria: «Es la Santa Sede la que tiene que consul-
tar a los prelados españoles. Por mi parte, firmaría un Concordato sin 
haber consultado a los obispos» 5. 
Con el título de «Hacia un nuevo Concordato» dedica «Ecclesia» 
un editorial a la revisión del Concordato español con la Santa Sede. 
Destaca en él la importancia de la XIn Semana Española de Derecho 
Canónico -consagrada al estudio de temas concordatarios- y expone 
su línea de pensamiento que podemos resumir en los siguientes puntos: 
a) «Punto de especial interés -sin olvidar otros más de capital 
importancia- y sobre el cual se ha expresado de manera inequívoca 
el Concilio, es la renuncia al privilegio de presentación de obispos, 
herencia de un pasado histórico y que hoy no tiene ya sentido en una 
Iglesia sin apetencias de poder alguno ni de vincularse a ningún sis-
tema político concreto. Es muy difícil justificar hoy la permanencia 
de dicho privilegio, no sólo ante la opinión pública española, sino ante 
la Iglesia universal, que espera con verdadero interés y curiosidad 
cómo se plantearán en el futuro las relaciones de Ja Iglesia con el Es-
tado español. Es éste, sin duda, el punto más delicado de la revisión 
3. Cfr. E., n. 1469 de 6.12.69, p. 1.685: La Asamblea había recibido una co-
municación del Ministro de Justicia agradeciendo el documento «Respuesta a 
la nota del Gobierno español sobre las relaciones Iglesia·Estado en España», 
que aprobó la X Asamblea Plenaria el 4.7.69. Dicho comunicado del Gobierno' 
reafirma las posiciones concordantes y la colaboración amistosa entre Iglesia y 
Estado. Cfr. E., id. p. 1687. 
4. Cfr. E., n. 1506 de 29.8.70, p. 1723. 
5. Cfr. E., n. 1511 de 3.10.70, p. 1916. Asimismo Cfr. E., n. 1517 de 14.11.70, 
p. 2101. 
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en marcha y que, dadas las buenas disposiciones manifestadas, no es 
aventurado presagiar que ha de encontrar una solución satisfactoria 
y netamente postconciliar. Como a su vez la Iglesia está dispuesta; 
según ha dicho reiteradamente, a renunciar a privilegios que hasta 
ahora le han sido reconocidos por la autoridad civil». . 
b) La nueva fórmula concordataria habría de responder a las 
grandes líneas programáticas del último Concilio, señaladas de modo 
particular en la constitución pastoral «Gaudium et Spes» y en la decla-
ración conciliar sobre la libertad religiosa 6. 
c) Según palabras de Pablo VI, la Iglesia en España no tiene 
deseos ni vinculaciones de poder. Este dato, a juicio de «Ecclesia», 
hace más fácil la renuncia al privilegio de presentación. 
d) En los trabajos de la XIII Semana de Derecho Canónico se 
advierte en líneas generales una actitud en favor de la conveniencia 
de los Concordatos, destacando su importancia. «Ecclesia» se adhiere 
a esta tesis en relación con el nuevo Concordato español y resalta, tam-
bién la opinión positiva hacia los instrumentos bilaterales 7. 
La Oficina de información del Episcopado facilitó una nota aclara-
toria sobre el estudio de anteproyecto del Concordato, en la que se 
refería a la consulta que sobre el mismo hacía la Santa Sede al Epis-
copado español y el criterio de la Santa Sede de que no se trata de 
un Concordato nuevo sino de la revisión de algunos puntos del Con-
cordato vigente 8. 
En el discurso de apertura de la XIV Asamblea Plenaria (15 al 20 
de febrero 1971), el cardenal Primado de Toledo, en función de Pre-
sidente, al fijar el papel que le corresponde a la Conferencia Episco-
pal española en él tema del Concordato, dijo: «La Conferencia Episco-
pal española no es una de las partes en diálogo, son la Santa Sede 
y el Gobierno español quienes habrán de entrar en negociaciones para 
6. Con ello se hace eco «Ecclesia» de una conversación del Papa con el mi-
nistro de Justicia, D. Antonio M: Oriol y Urquijo, a raíz de la canonización del 
Beato Juan de Avila. Manifestó el Pontífice en relación con las conversaciones 
sobre el Concordato, que cualquier solución futura que se estableciera en la 
colaboración entre la Iglesia y el Estado tendría como base la constitución 
«Gaudium et Spes». Cfr. E., n . 1494 de 6.6.70, p. 801. 
7. Cfr. E., n . 1512 de 10.10.70, pp. 1923-1924. Para las actas de la XIII Se-
mana, vid.: VARIOS, La Institución concordataria en la actualidad (XIII Sema-
na Internacional de D.o Canónico), (Salamanca, 1971). 
8. Cfr. E., n. 1523 de 2.1.73, p. 27. Puede verse también sobre la creación 
de una Comisión episcopal encargada de estudiar el anteproyecto de nuevo 
Concordato en E., ibid., Y en E., n. 1527 de 30.1.71, p. 155. 
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realizar el concordato. Nosotros tenemos un misión que nos confía 
la Santa Sede: la Santa Sede nos envía un documento, este proyecto 
o anteproyecto de concordato 'ad-referendum', con unas notas previas 
muy interesantes, porque abren camino también para nuestras deli-
beraciones». 
y solicitó a los asistentes para el estudio encomendando, sereni-
dad, realismo, visión de futuro y sentido de responsabilidad 9. 
La XIV Asamblea Plenaria del Episcopado hizo público un comu-
nicado en relación con el debate sobre el Concordato, señalando los 
siete temas que ocuparon fundamentalmente la atención del Episco-
pado: 
1. Reconocimiento de la Iglesia católica. 
2. Nombramiento de obispos y circunscripciones territoriales. 
3. Privilegio del Fuero. 
4. Regímen económico de la Iglesia. 
S. Matrimonio. 
6. Enseñanza y comunicaciones sociales. 
7. Asociacones del Apostolado Seglar. 
En el comunicado se afirma que el dictamen de la Conferencia 
Episcopal sobre el Concordato será remitido a la Santa Sede, a través 
de la Nunciatura Apostólica. Y considera que debe reservarse a la 
Santa Sede la decisión de cualquier publicidad ulterior al dictamen 10. 
En relación con el informe sobre el Concordato, solicitado por 
la Santa Sede al Episcopado español, «Ecclesia» destaca la importan-
cia del mismo: «El informe solicitado por la Santa Sede al Episcopado 
español no es de puro trámite. Para la profunda revisión del vigente 
Concordato, según criterios netamente postconciliares, lo que se pide 
a nuestros obispos es 'una línea de pensamiento clara y definida que 
pueda servir de orientación a la Santa Sede', en palabras del Nuncio 
apostólico en la sesión de apertura. Y, aclarando equívocos sobre po-
sibles e imaginarios textos, añadía Monseñor Dadaglio, Nuncio apos-
tólico en España: 'El Episcopado español debe pronunciarse sobre 
este anteproyecto de manera clara y concreta. La Santa Sede espera 
conocer su opinión de manera amplia y precisa. No existe otro texto 
9. Cfr. E., n. 1530 de 20.2.71, p. 24l. 
10. Cfr. E., n. 1531 de 27.2.71, p. 273. 
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que el que van a . estudiar en esta Asamblea, sobre el que el Gobierno 
y la Santa Sede se hayan comprometido a seguir la discusión'». 
Subraya «Ecclesia» la circunstancia de que, siendo en realidad las 
altas partes contratantes la Santa Sede y el Gobierno, el lazo de unión 
entre ambos ha sido el Episcopado 11. 
El 13 de febrero de 1971 publica «Ecclesia» sin ningún comentario 
una nota del Ministerio de Asuntos Exteriores, único comunicado ofi-
cial del Gobierno en tomo a la revisión del Concordato 12. 
11. Cfr. E., n. 1530 de 20.2.71, pp. 227-228. Cfr. sobre conversaciones Episco-
pado-Gobierno en relación con el Concordato, E., n. 1532 de 6.3.71, p. 314. Tam-
bién E., n. 1533 de 13.3.71, p. 345. En relación con la revisión del concordato, el 
Cardenal Villot dirigió una carta al Nuncio Apostólico Mons. Dadaglio, deplo-
rando determinadas indiscreciones informativas y manifestándose sobre as-
pectos concretos de la revisión, cfr. E., n. 1558 de 11.9.71, pp. 1697-1698. 
12. Cfr. E., n. 1520 de 13.2.71, p. 215. Por su interés transcribo el texto ínte-
gro de la nota. 
«Ante las informaciones y comentarios que recientemente han aparecido en 
la prensa sobre las negociaciones entre la Santa Sede y el Gobierno español para 
la revisión del Concordato de 1953, esta Oficina de Información Diplomática hace 
público lo siguiente: 
En julio de 1970 se concluyó la redacción de un anteproyecto de revisión 
del Concordato, fruto de trabajos preliminares llevados a cabo en colaboración 
por el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia y por la embajada de 
España cerca de la Santa Sede documento que ha sido posteriormente trans-
mitido por la Santa Sede a la Conferencia Episcopal española. 
La naturaleza de este documento era evidentemente la de un anteproyecto 
'ad referendum', es decir, destinado a ser elevado al Gobierno español y a las 
autoridades competentes de la Santa Sede. El Gobierno ha estudiado cuida-
dosamente el citado anteproyecto, en la reserva con que es obligado tratar 
una negociación de esta Índole. Sin pretender anticipar los resultados de la 
etapa subsiguiente, y recogiendo, perfeccionando y . actualizando el contenido 
de aquel anteproyecto, desea afirmar desde ahora las siguientes bases: 
1. El Concordato de 1953 resulta en la actualidad un documento anacrónico 
y es lógico que así sea, dada la evolución que ha tenido lugar, tanto en la 
doctrina de la Iglesia como en las leyes españolas sobre la materia religiosa en 
los diecisiete años transcurridos desde que se estipuló. Es necesario, por ello, 
proceder a una revisión . del Concordato que refleje el reconocimiento jurídico 
especial que el ordenamiento del Estado otorga a la Iglesia católica, en aten-
ción al hecho social de ser la religión de la inmensa mayoría de los españoles. 
2. Tal revisión debe basarse, sin embargo, en una precisa delimitación 
entre el ámbito de lo espiritual y de lo temporal, en la garantía más eficaz 
de la libertad de la Iglesia y de la soberanía del Estado y en el respeto al 
legítimo pluralismo en las actitudes de los españoles con respecto a las ma-
nifestaciones sociales de la vida religiosa. 
3. Este Ministerio de Asuntos Exteriores da por descontado que no surgi-
rán especiales dificultades en la negociación, dado el paralelismo que existe 
entre los propósitos del Gobierno español y la doctrina más reciente de la 
Iglesia, contenida en los documentos del Concilio Vaticano 11 y en las encíc1i-
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Alfonso Carrillo Aguilar, en un artículo publicado en «Ecclesia», 
establece algunos «criterios para la actualización del Concordato». Sien-
ta distintas bases: tener en cuenta el deber de justicia (reconocer y dar 
a cada uno lo que le pertenece), separación Iglesia-Estado entendida 
como «distinción plena y delimitación de poderes», necesidad de dis-
tinguir entre derechos y privilegios ... Muestra la conveniencia de los 
«concordatos o convenios parciales como medio técnico, aunque no el 
único, de asegurar la autonomía e independencia de ambos poderes 
cas de los Sumos Pontífices Juan XXIII y Pablo VI, que reclaman libertad 
para el cumplimiento de su altísima misión, pero no privilegios otorgados por el 
poder civil ni discriminación entre los ciudadanos por razones de índole 
religiosa. 
4. El Ministerio de Asuntos Exteriores ha adoptado y adoptará en la ne-
gociación una postura abierta frente a la revisión del Concordato, que haga de 
él un instrumento actual, sin afirmaciones doctrinales innecesarias, que aporte 
claridad y realismo a la regulación jurídica de las manifestaciones sociales 
de la vida religiosa. El Gobierno no pondrá obstáculos para que desaparezcan 
de nuestro régimen concordado privilegios del poder civil en materia eclesiás-
tica que pueden hoy resultar anacrónicos. No es deseable recibir ni otorgar 
ningún privilegio, ni apariencia alguna de tal que pueda empañar la soberanía 
del Estado o el testimonio de la Iglesia. 
S. A la luz de estas consideraciones, resulta obligado revisar el actual siste-
ma de dotación económica de la Iglesia por el Estado. Asimismo, por lo que 
se refiere al nombramiento de todas las personas revestidas de dignidad episco-
pal, miembros de la Conferencia Episcopal, son aceptables soluciones con-
gruentes con la doctrina actual de la Iglesia y con la práctica de las relaciones 
establecidas recientemente entre la Santa Sede y otros países. 
6. Al procederse a una derogación de mutuos privilegios, el Concordato 
podrá descargarse de buena parte de su actual contenido y, basándose en la 
legislación vigente del Estado y en los deseos de la Santa Sede, constituir el 
instrumento jurídico negociado que asegure: la libertad de la Iglesia y la 
soberanía del Estado; la seguridad jurídica en cuanto al régimen de persona-
lidad civil de los entes eclesiásticos; la sumisión de todas las personas perte-
necientes a la Iglesia católica, en cuanto ciudadanos, al ordenamiento jurídico 
del Estado; la eficacia civil del matrimonio católico, sin perjuicio de la libertád 
de los ciudadanos en materia religiosa; el libre ejercicio de la tarea educativa 
de la Iglesia sin necesidad de situación de privilegio, y el reconocimiento de 
que la Iglesia, insigne servidora del bien común, ha de recibir las ayudas, eco-
nómicas y de otro tipo, con que las leyes deben estimular y equilibrar, en pro-
porción justa, su aportación al bien común, etc. 
El Gobierno, que ha procurado cumplir con delicadeza extrema sus actua-
les compromisos concordatarios, se da perfectamente cuenta de que la revisión 
del Concordato debe llevarse a cabo en un clima de profundo respeto a la Santa 
Sede y a la Iglesia española, y de una manera congruente con la discreción que 
debe revestir toda negociación. En su momento, el pueblo español, a través de 
las Cortes tendrá conocimiento de los resultados de esta actividad del Gobierno 
y podrá ejercer las competencias que le atribuyen las Leyes Fundamentales 
de la nación». 
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"Soberanos ... » y se extiende en consideraciones sobre los privilegios del 
fuero y de presentación 13. 
En un editorial sobre «Relaciones Iglesia-Estado» destaca «Eccle-
.sia» que la revisión del Concordato no se debe a oportunismo sino a un 
replanteamiento de las relaciones entre la Iglesia y la sociedad tem-
poral a raíz del Vaticano 11. Distingue entre privilegios y derechos y 
reclama para la Iglesia libertad en el ejercicio de su ministerio pro-
fético, sin infundadas desconfianzas anticlericales 14. 
En los discursos pronunciados con motivo de la presentación de 
-cartas credenciales del Embajador español ante la Santa Sede, ni por 
parte de Pablo VI ni del Sr. Lojendio se hicieron referencias al Con-
cordato 15. Sin embargo este clima de aparente indiferencia se rompe 
<con la visita a España del Secretario para Asuntos Públicos de la Igle-
sia, Mons. Cassaroli, a quien había invitado el entonces ministro espa-
.ñol de Asuntos Exteriores, Sr. López Rodó. Esta y posteriores visitas 
de Mons. Cassaroli y la devolución protocolaria del ministro español 
de Exteriores, significaron la reanudación de las conversaciones con-
-cordatarias 16. 
En el discurso de apertura de la XX Asamblea Plenaria (17 al 22 
junio de 1974), el Cardenal Enrique y Tarancón hizo una rápida alu-
.sión a la presencia en España del Secretario del Consejo para Asuntos 
Públicos de la Iglesia, enviado por la Santa Sede para entablar con-
'versaciones con el Gobierno español sobre las relaciones entre la Igle-
sia y el Estado. Manifestó la fidelidad del Estado español a la Santa 
Sede, el deseo de que se lleven a cabo conversaciones para la revisión 
·del Concordato (<<que, sin duda, está necesitando una profunda actua-
lización como han reconocido todos») en un clima de sinceridad y 
realismo y la colaboración responsable del Episcopado español «para 
.superar los conflictos que actualmente deterioran sus relaciones» 1'. 
Recoge «Ecclesia» unas declaraciones del Ministro de Justicia, 
Sr. Sánchez Ventura, en el transcurso de una rueda de prensa en las 
-que destacó en relación con el Concordato: «quizá ni la Iglesia ni 
13. Cfr. E., n. 1534 de 20.3.71, pp. 369-370. 
14. Cfr. E., n. 1574 de 8.1.72, pp. 43-44. 
15. Cfr. E.,n. 1630 de 17.2.73, pp. 20-21. Las palabras de Su Santidad fueron 
<letenidamente analizadas por «Ecclesia», cfr. E. id., pp. 173-174. . 
16. Sobre este entrecruzado protocolario de viajes, puede encontrarse cum-
plida información en la revista Ecclesia. Cfr. E., n. 1966 de 10.11.73, p. 1420; 
E ., n. 1.700 de 20~7.74, p. 944; E., n. 1965 de 15.6.74, p. 744; E., n. 1.701 de 
27.7.74, pp. 974-976; E., n. 1715 de 9.11.74, p. 1482; E., n. 1717 de 23.11.74, p. 1554. 
17. Cfr. E., n. 1696 de 22.6.74, pp. 829-831. 
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el Estado tengan en estos momentos ideas claras de cual es la fórmula 
jurídica más adecuada» 18. 
B. Los planteamientos de la Asamblea Conjunta 
La Asamblea Conjunta Obispos-Sacerdotes -celebrada del 13 al 18 
de septiembre de 1971-, trató el tema del Concordato en su primera 
ponencia. «Todo el mundo está de acuerdo -decía el texto- en que 
el Concordato de 1953 es un instrumento legal superado, que, visto 
con ojos de hoy, al menos, ofrece al país una impresión de mutua 
concesión de privilegios entre la Iglesia y el Estado, que no favorecen 
a la una, ni al otro, ni al país. 
Todo el mundo coincide en reconocer que el futuro ordenamiento 
jurídico debe basarse en una sana independencia de ambos poderes 
que no excluye la autonomía de cada uno ni la colaboración de ambos 
al servicio del bien común de los españoles. Crece entre los españoles 
el deseo de una respetuosa separación de poderes que no conduzca a 
la hostilidad ni al recelo pero que tampoco manche la claridad del 
testimonio de la Iglesia ni dé un cuño de oficiosidad religiosa a las 
funciones técnicas o administrativas del Estado. 
Muchos españoles incluso creen superado el tiempo de este tipo 
de acuerdos concordatarios. Temen que la globalidad con que se pac-
tan pueda originar confusiones, de modo que la Iglesia o el Estado 
tiendan a ceder en éste o aquel punto para conseguir un mejor trato 
en aquel o éste. Piensan que cada problema debe ser estudiado sepa-
radamente, dando a estos acuerdos un sentido más restringido, más 
provisional y menos solemne. 
Hay incluso una fuerte minoría que aspira a que no haya ningún 
tipo de acuerdos especiales entre Iglesia y Estado, al menos a alto 
nivel. Prefieren que la Iglesia se rija dentro de la legalidad común 
como una asociación más, dejando los posibles temas de problema 
o de conflicto para acuerdos a nivel de simple jerarquía nacional o 
local. 
Hay, en todo caso, puntos en que la conciencia religiosa aparece 
uniforme y madura. La petición de que desaparezca toda interven-
dón estatal en el nombramiento de obispos, y de que igualmente 
desaparezca toda intervención de obispos en organismos estatales por 
directo nombramiento del poder, parecen ideas unánimes o casi uná-
nimes. 
18. Cfr. E., n. 1750 de 26.7.75, p. 978. 
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Igualmente se aspira a una clarificación en cuanto se refiere al 
apoyo económico del Estado a la Iglesia. En cuanto a qué exijan esta 
clarificación el acuerdo es menor, pero no en cuanto a la urgencia de 
que desaparezca toda apariencia de encadenamiento o de funcionalis-
mo clerical» 19. 
La Asamblea no consideraba su misión resolver la problemática 
planteada, si bien estimaba útil manifestar sus puntos de vista que 
anticipaba coincidentes con el informe que los obispos remitieron a 
Roma y con el criterio de la Santa Sede. 
Tras el debate, y en relación con la materia concordataria, la 
Asamblea adoptó entre otras las siguientes conclusiones: 
a) «El ordenamiento jurídico que regula las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado debe salvaguardar la autonomía e independencia 
de ambos, y, sin menoscabo de una sana cooperación entre ellos para 
el bien común, eliminar toda situación real o aparente de mutua con-
cesión de privilegios». 
b) «Creemos necesaria y urgente la revisión de la actual situa-
ción concordataria, por ser, el vigente texto, superado, fuente de nu-
merosos problemas y malentendidos». 
c) «En esta situación consideramos preferible un sistema de 
acuerdos parciales, que resuelvan problema por problema, con un ca-
rácter menos solemne que los haga más fácilmente révisables». 
d) «En todo caso, las relaciones entre la Iglesia y el Estado han 
de excluir toda forma de limitación o instrumentalización de los dere-
chos que a los ciudadanos españoles han de reconocerse en razón de 
tales, independientemente de su situación religiosa. Quienes no sean 
o no se sientan católicos, tienen derecho a exigir que desaparezca toda 
forma de discriminación cívico-política que tenga su origen en razones 
de fe o de religión». 
e) «La Asamblea pide la supresión de toda intervención del Go-
bierno en el nombramiento de obispos». 
No se aprobaron las proposiciones referidas a la elaboración de 
un nuevo condordato o a la simple abolición del presente 20. 
19. Cfr. Asamblea conjunta Obispos-Sacerdotes (Madrid, 1971) pp. 3842. 
20. Cfr. Asamblea ... , cit., pp. 170-172. 
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C. El Concordato en la Declaración «La Iglesia 
y la Comunidad política» 
Recogiendo un informe de agencia sobre la inminente publicación 
del documento de la Conferencia episcopal española sobre la Iglesia 
y el orden político, conecta «Ecclesia» dos noticias en materia de re-
laciones Iglesia-Estado, en las que está presente implícitamente el tema 
del Concordato: el discurso de fin de año (1972) del Jefe del Estado, 
en el que manifestó su convencimiento de que «las relaciones entre 
la Iglesia y el Estado han de basarse en la independencia de ambas 
supremas potestades» y la visita del ministro López Bravo a Pablo VI 21. 
La Declaración «La Iglesia y la Comunidad política» de 27 de enero 
de 1973 -que recoge como documento de trabajo las conclusiones de 
la primera ponencia de la Asamblea conjunta-, se ocupó de la revi-
sión del Concordato. 
Ante todo, los. obispos españoles se hacían eco de la crisis del con-
cordato: «Todo el mundo conviene hoy en que el Concordato suscrito 
en 1953 entre la Santa Sede y el Estado español, debe ser sometido 
a revisión. Voces autorizadas, de una y otra parte, lo han dicho públi-
camente repetidas veces. 
Es cierto -y los obispos españoles somos los primeros en reco-
nocerlo- que, a lo largo de casi veinte años de vigencia, el actual 
Concordato ha prestado señalados beneficios al pueblo y a la Iglesia. 
Mas todos somos igualmente conscientes de que, en buena parte de 
su articulado, no responde ya ni a las verdaderas necesidades del mo-
mento, ni a la doctrina establecida por el Concilio Vaticano II» 22. 
Y aclaran que su intervención pública en relación con este pro-
blema está movida por su responsabilidad pastoral, «respetando la 
competencia exclusiva en la materia de la Santa Sede y el Estado 
Español». 
La Declaración dedica también un párrafo al concreto problema 
de la revisión, que permite entrever los criterios de la Conferencia 
sobre el fondo y sobre el procedimento: «No es nuestro propósito, por 
tanto, indicar aquí cuáles son las fórmulas que, a nuestro entender, 
serían más adecuadas. Baste decir que, cualesquiera que hayan de ser, 
tres cosas juzgamos de todo punto Decesarias: que se atengan, con 
toda fidelidad, a los principios conciliares; que respondan realmente 
a las necesidades presentes del país ya las que previsiblemente plan-
teará el futuro; y que, en tanto no se logre la solución definitiva, 
21. Cfr. E., n. 1626 de 19.1.73, p. 106. 
22. Cfr. E., n. 1627 de 27.1.73, p. 141, n° 50 de la Declaración. 
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se arbitren sin demora -siempre dentro de un espíritu de leal colabo-
ración- los medios adecuados para salir al paso de los problemas más 
apremiantes» 23 • 
La misma Declaración se refiere, luego, a algunos problemas es-
pecialmente polémicos y necesitados de clarificación: «Con ese mismo 
espíritu abordamos algunos aspectos de las relaciones Iglesia-Estado 
en España que, si bien guardan conexión con el Concordato, necesitan 
de una especial iluminación y están sobre el tapete de la discusión 
abierta, aun al margen de los pactos concordatarios» 24. 
Tras esta introducción el documento de la conferencia se ocupa 
de la confesionalidad del Estado, de la renuncia a privilegios -tratan-
do el privilegio del fuero y del privilegio de presentación-, de la ayuda 
económica del Estado a la Iglesia, de los derechos de la Iglesia en ma-
teria de enseñanza y de la presencia de obispos y sacerdotes en las ins-
tituciones políticas de la nación 25. Los obispos ponen especialmente de 
relieve «su decidida voluntad de renunciar a cualquier privilegio otor-
gado por el Estado en favor de personas o entidades eclesiásticas» y 
distinguen entre lo que consideran privilegios (fuero y presentación) 
y «otras dos materias -se refieren a la ayuda económica y a la en-
señanza- que, aún no siendo tales privilegios, son consideradas por 
muchos como tales» 26. 
3. LA TESIS DEL PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN POR ACUERDOS PARCIALES 
Entre las conclusiones del «Seminario de Derecho concordatario 
-en la Facultad de Derecho de Comillas», celebrado del 8 al 26 de fe-
brero, figura la tesis de que la reforma del Concordato debería co-
menzar por Acuerdos parciales, con la Santa Sede, previa la interven-
,ción de la Conferencia Episcopal 27. 
23. Cfr. E., n. 1627, pp. 141-142, n° 51 de la Declaración. 
24. Ibid. 
25. Sobre esta materia vid.; 1. MARTÍN MARTÍNEZ, Eclesiásticos en organismos 
;políticos españoles (Madrid, 1973); L. SÁNCHEZ AGESTA, Presencia de los Obispos 
en Organismos políticos,. en «Salmanticensis» XXI (1974). pp. 449-455; La apro-
bación en las Cortes de la Ley para la Reforma Política (18.11.76), señala el 
.abandono definitivo por parte de los obispos de los puestos en instituciones 
políticas. Este hecho es independiente de que, aun en explícita contradicción de 
los criterios magisteriales de la jerarquía, sacerdotes de diversas diócesis hayan 
,ocupado y sigan ocupando puestos de relieve en la vida pública del país. 
26. Cfr. E., n. 1627, pp. 142-145, núms. 52 a 62 de la .Declaración. 
27. Cfr. E., n. 1534 de 20.3.71, p. 375. Recuérdese en este sentido los trabajos 
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Esta tesis del procedimiento de revisión por Acuerdos parciales, 
recibió la autorizada adhesión del entonces obispo de Gerona, Mons. 
Narciso Jubany: « ... poco a poco ha ido tomando cuerpo, en mentes 
lúcidas, la idea de que lo que hoy procede, con el fin de superar, 
aunque sea parcialmente, la innegable senectud del Concordato de 1953, 
es proceder a la c.onclusión de acuerdos parciales entre el Estado es-
pañol y la Santa Sede. La espera -si es que los tiempos futuros van 
a ser propicios para confeccionar grandes concordatos, con armazón de 
principios y cuestiones concretas- sería beneficiosa: tanto para Es-
paña, en cuya evolución social y política está empeñada toda la nación, 
como para la Iglesia, cuya crisis interna no es un secreto para nadie 
y cuya maduración doctrinal, en el campo del derecho, no ha llegado 
todavía después del Vaticano 11». 
Tras citar al profesor Corral, con quien Mons. Jubany afirma 
concordar plenamente y a la Asamblea conjunta de obispos-sacerdotes, 
añadía estas palabras, verdaderamente expresivas del clima con el que 
se recibió por muchos la solución de los acuerdos parciales: «A las 
razones que abogan en favor del camino de .los acuerdos parciales pue-
de añadirse todavía la siguiente de no escaso valor: la posible endeblez 
de un concordato global, cara al futuro del país y de la Iglesia. En 
efecto, la función de todo ordenamiento jurídico no es crear nuevas 
formas de vida, sino más bien disciplinar, dentro de los cauces de la 
justicia, las corrientes que forman el curso vital de la sociedad en 
continua evolución y en sujeción constante al bien común. Ahora bien, 
si la superestructura del derecho desprecia la realidad social, el curso 
verdaderamente vital de los acontecimientos no respetará el cauce 
trazado. Es lo que le está pasando al concordato de 1953. Por eso, tan-
to por parte del Estado como por parte de la Iglesia, debe existir el 
enorme interés de que la legislación concordada pulse atinadamente 
la realidad social de la nación, no sólo actual, sino también futura, 
y de que aquella legislación tenga la suficiente flexibilidad de ganarse 
la confianza de la conciencia social. Y nadie duda que en los momen-
tos actuales, abiertos los nuevos cauces del Vaticano 11, la conciencia 
de la XIII Semana española de Derecho Canónico a los que hicimos referencia 
en la nota n. 7. Cfr. también, las conclusiones de las Jornadas de reflexión 
sobre el tema «La Iglesia en España sin concordato. Una hipótesis de trabajo» 
celebrado en la Universidad de Comillas. En la que junto a las tesis originales 
de Concordato general y Convenios parciales se trabajó la hipótesis no con-
cordataria. Cfr. E., n. 1775 de 31.1.76, p. 170 Y pp. 139·140; E., n. 1776 de 72.76, 
pp. 190-192. Para un estudio sobre la tesis de Acuerdos parciales, vid.: C. CoRRAL, 
La vía española de los Convenios específicos, en «Estudios eclesiásticos» 52 
(1977), pp. 165-195. J. CALVO, Concordato y Acuerdos parciales, Política y Derecho 
(Pamplona, 1977). 
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social del país desea ardientemente que se evite toda confusión que 
oscurezca, a los ojos de los hombres, la misión espiritual de la Iglesia. 
El futuro de ésta reside cada vez menos en la protección del Estado y 
sí en la fuerza misma de su mensaje y en la nitidez de su compromiso 
cristiano». 
Con anterioridad Mons. Jubany había concluido, tras un amplio 
análisis sobre las principales cuestiones que afectan al Derecho PÚ-
blico Eclesiástico, después del Concilio Vaticano 11, lo siguiente: a) 
la necesidad de buscar nuevos cauces concordatarios; b) los concorda-
tos -como pactos internacionales- conservan su valor, «ante el pe-
ligro siempre actual de una orientación hacia una esta tola tría pagana 
-según frase de Pío XI- que quisiera monopolizar todos los aspectos 
de la vida humana»; c) «que una recta laicidad del Estado no com-
promete en modo alguno la posibilidad concordataria»; d) que es po-
sible intuir nuevos cauces concordatarios en la trayectoria seguida por 
la Iglesia después del comienzo del Vaticano 11. Pone de relieve, en este 
sentido que la mayor parte de la actividad concordataria se reconduce 
a la suscripción de acuerdos de carácter parcial; e) en consecuencia «1a 
orientación futura seguirá probablemente, o bien el camino de unos 
concordatos breves, a base de textos jurídicos de contenido preciso que 
aborden las cuestiones prácticas más importantes, o bien la senda de 
unos acuerdos parciales que regulen las diversas competencias en los 
problemas más acuciantes» 28. 
El 20 de noviembre de 1975, fallece el General Franco sin que se 
hubiera llegado aun a ningún resultado concreto en las negociaciones 
sobre materia concordataria. 
Para el prof~sor Lombardía, «cabría afirmar que el procedimiento 
de revisión mediante acuerdos parciales, que durante la época fran-
quista había sido visto con escasa simpatía por los Gobiernos y que, 
parece haber gozado del aprecio de la Conferencia Episcopal española, 
obtuvo carta de naturaleza en el momento en que un nuevo Gobierno 
lo hizo suyo y lo convirtió en un instrumento al servicio de su progra-
ma de reforma política» 29. 
En relación con el «nuevo diálogo Iglesia-Estado», «Ecclesia» des-
taca a tres personalidades que habrían de tener una gran participa-
ción en aquél. Son: Manuel Fraga Iribarne, como ministro de la Go-
bernación; J ose María de Areilza, como ministro de Asuntos Exterio-
res, y Antonio Garrigues y Díaz Cañabate, como ministro de Justicia. 
Recoge los criterios sustanciales de los tres en relación con el Concor-
28. Cfr. E., n. 1573 de 1.1.72, pp. 19-36. 
29. Cfr. P. LoMBARDÍA, El procedimiento de revisión ... , cit. 
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dato: Pará el profesor Fraga no sería necesario alguno, el actual debía 
ser denunciado y abrogado de · modo total. Acuerdos ocasionales po-
drían resolver problemas concretos. Para el Conde de Motrico es pre-
ferible iniciar una etapa de acuerdos parciales sobre problemas con-
cretos, cuestinándose la conveniencia y viabilidad de un nuevo Con-
cordato. Para el nuevo ministro de Justicia el instrumento jurídico será 
una consecuencia de la concordia, sin que importe sustancialmente que 
sea un nuevo Concordato, unos acuerdos parciales o cualquier otro 
documento 30. 
La XXIV Asamblea Plenaria de la Conferencia Episcopal espa-
ñola (23-28 febrero 1976), aprobó entre sus conclusiones la de trasla-
dar a la Santa Sede a través de la Nunciatura Apostólica los resultados 
de su reflexión colectiva sobre el tema «independencia y colaboración», 
aplicada a las relaciones Iglesia-Estado. En lo concerniente a esta pro-
blemática y a la revisión del Concordato de 1953, la Asamblea puso 
de relieve la proliferación de apreciaciones desorientadas y confusas 
en la opinión pública, y expresó su decisión de utilizar los medios ne-
cesarios para proporcionar a la sociedad enfoques correctos 31. 
Tras la visita del ministro de Asuntos Exteriores, Sr. Areilza, a 
Roma 32 -donde mantuvo entrevistas con Pablo VI, con Mons. Benelli 
y con Mons. Casaroli- y poco antes de emprender regreso a España, 
concedió una entrevista a Radio Vaticano, de la que interesa destacar 
que por primera vez la tesis de revisión por Acuerdos parciales no 
es rechazada por el Gobierno español: «Entiendo que la Iglesia no 
hace, en ese punto, cuestión de gabinete, sino que tiene una apertura 
de pensamiento muy amplia y un criterio abierto, que hace posible 
cualquiera de las fórmulas, con tal que sea conveniente. Yo no tengo 
en ese punto, ningún 'a priori'. Creo que el Concordato en su momento, 
fue un instrumento óptimo para aquellas circunstancias y en aquel 
contexto. Creo que el mundo ha cambiado a gran velocidad en estos 
años. La sociedad española también ha sufrido una mutación profunda 
y asimismo la Iglesia católica, sobre todo después del Concilio Vati-
cano. Todo eso nos lleva a pensar que aquellos instrumentos son hoy 
algo superado por los hechos y que tendrán que ser gradualmente sus-
tituidos. La fórmula de los acuerdos parciales es tan buena como 
30. Cfr. E., n. 1770 de 20.12.75, p. 1608. Resulta interesante el relato que, 
de su gestión como Ministro de Asuntos Exteriores, hace el Sr. de Areilza en 
materia de relaciones con la Santa Sede. Vid.: J. M .. de AREILZA, Diario de un 
Ministro de la monarquía (Barcelona, 1977). 
31. Cfr. E., n. 1780 de 7.3.76, pp. 343-344. 
32. Vid. J. M. de AREILZA, Diario de ... , cit., pp. 143-144. 
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cualquier' otra. Y yo no veo ningún inconveniente en· que sea uno de 
los caminos negociadores posibles» 33. 
El 15 de julio de 1976, el Rey D. Juan Carlos comunicaba a Su San-
tidad el Papa Pablo VI su intención de no utilizar el privilegio de pre-
sentación de obispos, encomendando al Gobierno la instrumentación 
jurídica de tal propósito dentro del conjunto de las nuevas relacio-
nes del Estado español con la Santa Sede 34. 
«Ecclesia» valora con no disimulada satisfacción esta decisión real, 
entendiendo que deberá ir seguida de una actitud igualmente generosa 
por parte de la Iglesia: «y cabe esperar que la Iglesia, que viene 
insistiendo en su voluntad de renunciar a privilegios y de acogerse mo-
destamente a los derechos comunes, no se deje ganar en coherencia ni 
en amplitud a la hora de la contrapartida» 35. 
El 28 de julio de 1976 se firmó en la Ciudad del Vaticano un 
Acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno español. Fueron signan tes 
por parte de la Santa Sede, el cardenal Villot y por parte del Estado 
español el ministro de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja. Era el co-
mienzo del segundo gobierno de la monarquía presidido por Adolfo 
Suárez. Por él, se derogan los artículos VII, párrafo 2.° del VIII y el 
XVI del Concordato de 1953, así como el Acuerdo de 7 de junio de 
1941; es decir los textos relativos a la presentación de obispos y al 
privilegio del Fuero. En su lugar se introduce un derecho de prenotifi-
cación simple, en favor del Estado, en los nombramientos episcopa-
les; una mayor intervención del Estado en el nombramiento del Arzo-
bispo-Vicario General Castrense; la obligación de notificar al obispo 
o a la Santa Sede el procesamiento criminal de eclesiásticos; una ga-
rantía del secreto ministerial de los clérigos y religiosos y el reconoci-
miento de la competencia privativa de los Tribunales de la Iglesia, en 
relación con los «delitos que violen exclusivamente una ley eclesiás-
tica conforme al Derecho Canónico». 
El preámbulo del Acuerdo, además de sentar unos principios ge-
nerales, parece consagrar el sistema de revisión del Concordato me-
diante Acuerdos parciales, en cuanto que las partes «juzgan necesario 
33. Cfr. E., n. 1786 de 24.4.76, p. 587. El Ministro de Justicia. Sr. Garrigues 
en un almuerzo-coloquio en el club Siglo XXI -al que asistieron el Cardenal 
Enrique y Tarancón y Mons. Dadaglio-, abogó por la revisión del Concordato 
mediante Acuerdos parciales, en los que ambas partes procedieran a la re-
nuncia de privilegios. Se refirió también al reconocimiento civil de la Conferen-
cia Episcopal, la renuncia al privilegio de presentación por parte del Gobierno 
Español y la dotación del clero. Cfr. E., n. 1792, de 5.6.76, p. 806. 
34. Cfr. E., n. 1799 de 24.7.76, p. 1058. 
35. Cfr. editorial de «Ecclesia», en E., n. 1799, p. 1027. 
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regular mediant€ acuerdos específicos las materias de interés común 
que en las nuev~s . circunstancias surgidas después de la firma del 
Concordato de 27 de agosto de 1953 requieren una nueva reglamenta-
ción; se comprometen, por tanto, a emprender de común acuerdo el 
estudio de estas diversas materias con el fin de llegar cuanto antes a la 
conclusión de Acuerdos que sustituyan gradualmente las correspon-
dientes disposiciones del vigente Concordato» 36. 
El ministro español de Asuntos Exteriores, Sr. Oreja, informó a 
la prensa que se había fijado en dos años el plazo para concluir los 
asuntos pendientes y precisó cuál era el motivo de que se hable de 
«acuerdos específicos» en el texto del Acuerdo firmado, y no se hubiera 
utilizado la expresión acuerdos parciales: «Según el ministro, no se 
había querido utilizar la expresión 'acuerdos parciales' por considerar 
que la palabra 'parcial' parecía eliminar la existencia de un Concor-
dato. Se prefirió la palabra 'específico', pues con ella no se descarta 
la posibilidad de que al final todos estos acuerdos concluyan en un 
Concordato. Estas, al menos, son los intenciones que existen hoy» 3'/. 
«Ecclesia» en un editorial entiende «que los acuerdos específicos» 
indican una dirección coincidente con la sugerida en repetidas ocasio-
nes por la Conferencia Episcopal española 38. 
El 20 de agosto de 1976 la Comisión de Asuntos Exteriores de las 
Cortes españolas acordó por unanimidad la ratificación del Acuerdo 39. 
En el discurso de presentación a las Cortes el ministro Oreja mani-
festó entre otras cosas que, transcurrido el plazo de dos años, el Con-
cordato dejaría de estar vigente. A raíz de la firma del Acuerdo comen-
zaron «las conversaciones entre el Nuncio de Su Santidad en España 
y el ministro de Asuntos Exteriores, con el fin de encauzar la total 
revisión del Concordato en el tiempo de dos años, teniendo principal 
interés problemas de la categoría sociorreligiosa del matrimonio ense-
ñanza y la dotación económica del clero» 40. 
36. Cfr. E., n. 1801 de 7 y 14.8.76, p. 1142. 
37. Cfr. E., n. 1801, p. 1141. 
38. Ibid., pp. 1099-1100. 
39. Publicado en el BOE de 24.9.76. Para un estudio sobre el Acuerdo de 
1976, vid.: A de la HERA, Comentario al acuerdo entre la Santa Sede y el Estado 
Español de 28 de julio de 1976, en «Ius Canonicum» 16 (1976), pp. 153-163. 
L. DE ECHEVERRÍA, El convenio español sobre nombramiénto de Obispos y privi-
legio del fuero, en «Rev. española de Derecho Canónico» 33 (1977), pp. 93-140. 
G. DELGADO, Primer Acuerdo para la revisión del Concordato, en «Nuestro Tiem-
po» 46 (1976), pp. 55-66. 
40. Cfr. E., n. 1802 de 21 y 28.8.76, p. 1190. Vid. sobre esta cuestión: C. CORRAL, 
La vía española ... , ob. cit., pp. 189-195. El autor de este trabajo entiende que 
«los plazos previstos de dos años no pasan de ser sinceros deseos políticos que 
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Recogemos algunas opiniones de los obispos sobre el Acuerdo 
firIIlado en Roma: 
a) Mons. Dadaglio: «no cabe duda de que se trata de un gran 
paso que se ha dado tanto en beneficio de la Iglesia y del Estado y 
que tendrá como consecuencia resultados muy positivos de aquí en 
adelante». 
b) Cardenal Enrique y Tarancón: «la trascendencia de la firma 
por la que el Estado renuncia al derecho de presentación de obispos 
y la Iglesia al derecho del fuero es a todas luces extraordinaria, porque 
supone empezar un camino de inteligencia cordial en las relaciones 
de la Iglesi~, y el Estado». 
c) Mons. Guerra Campos: «Mi opinión es que está bien sobre todo 
si da paso este Acuerdo a una eficaz ordenación de las relaciones Igle-
sia-Estado, que se han visto tan disputadas de manera muy artificial, 
con tantas ambigüedades y con tan lamentable pérdida de energía du-
rante muchos años». 
d)Mons. Buxarrais Ventura: «Creo que a la Iglesia no se le deben 
conceder privilegios pero sí se le debe respetar el ejercicio libre de 
su propia misión, y este respeto no es privilegio, es un deber» 41. 
La prensa -a través de medios cercanos al Ministerio de Justi~ 
cia-, concretaba el restante trabajo de actualización en las tareas de 
cinco Comisiones, previstas para estudiar los puntos que aún debían 
revisarse del Concordato de 1953. Los cometidos de cada una serían: 
Asuntos Jurídicos, Asuntos Económicos, Asistencia Religiosa y Social, 
Enseñanza y Asuntos Culturales, Asuntos Religiosos en las Fuerzas 
Armadas. Las Comisiones no eran mixtas, habiéndose encomendado 
por ambas partes el estudio de los temas a expertos 42. 
En una posterior información de «Ecclesia» sobre los trabajos 
de las Comisiones, se indica que por parte de la Iglesia funcionan 
cuatro, que cubren las siguientes áreas: Asuntos Jurídicos, Asuntos 
Económicos, Fiscales y Patrimoniales, Asuntos Educativos y Culturales 
y Asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas. Tras añadir que entre 
ambas partes contratantes existe un compromiso de discreción, comu-
de hecho van a resultar inalcanzables» (p. 194) Y critica, con interesantes argu-
mentos, la interpretación del Ministro Marcelino Oreja acerca del problema del 
plazo. 
41. Cfr. E., n. 1801 de 7 y 14.8.76, p. 1142. 
42. Cfr. E., n. 1803, de 4.9.76, p. 1226; Y E., n. 1806 de 25.9.76, p. 1334. 
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nica que se trabaja simultáneamente en todos los temas, de las nume-
rosas materias en discusión, sin que pueda adelantarse la fecha en que 
cualquiera de los futuros acuerdos pueda estar listo para la verda-
dera negociación y mucho menos para su firma 43. 
En una rueda de prensa celebrada en Roma, el Ministro de Asun-
tos Exteriores, D. Marcelino Oreja, manifestó que las negociaciones 
para la revisión del Concordato actualmente vigente entre la Iglesia 
y el Estado español, se iniciarían antes del 1 de marzo de 1977: «El 
ministro español no especificó si la firma de los acuerdos específicos 
se haría independientemente o se haría en conjunto, cuando se realice 
la revisión total de los temas. De todas formas dichas negociaciones 
habrán de estar finalizadas antes del 28 de julio de 1978 y se llevarán 
a cabo entre el Ministerio de Asuntos Exteriores y el Nuncio de Su 
Santidad en España» 44. 
El discurso pronunciado por Pablo VI con ocasión de la Audien-
cia concedida al presidente del Gobierno español Adolfo Suárez, sir-
vió de interpretación a la prensa sobre los posibles temas tratados en 
la conversación privada, sobre la que no hubo comunicado oficial. En 
ésta, según los medios informativos, quedaría de manifiesto la preocu-
pación vaticana por la renovación del Concordato y en especial por 
dos temas clave: la separación del matrimonio civil y el eclesiástico 
y la enseñanza de la religión católica 45. 
«Ecclesia», en un editorial, destaca cómo algunas noticias depren-
sa han vuelto a actualizar las dificultades en la negociación del Con-
cordato, poniendo de relieve que había pasado ya más de la mitad del 
plazo establecido sin que hubiera nuevos acuerdos. Arriesga el edito-
rial como obstáculo en las negociaciones concordatarias los temas de 
la enseñanza y el matrimonio 46. 
Monseñor Iribarren, secretario de la Conferencia Episcopal, matizó 
en unas declaraciones las posturas de la Iglesia y de los partidos po-
líticos en relación con el Concordato: «Creo que hay algo indebido 
-afirma- en la interferencia de los partidos políticos en el tema 
concordatario. Ningún tratado internacional se hace en nombre de 
los partidos, sino del Estado entero, aunque no se puede hacer a espal-
das de los partidos en la medida en que éstos representan algunos 
43. Cfr. E.,n. 1813 de 13.11.76, p. 556. «Ecclesia» recoge también noticias 
de agencia sobre el progreso en el trabajo de las comisiones que estudian los 
temas relativos a la revisión del Concordato, cfr. E., n. 1822 de 22.1.77, p. 133. 
44. Cfr. E., n. 1826 de 19.2.77, p. 253. 
45. Cfr. E., n. 1852 de 10.9.77, p. 1201. 
46. Cfr. E., n. 1832 de 2 y 9.4.77, p. 517 Y E., n. 1859 de 29.10.77, p. 1403. 
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intereses de ese Estado. Por eso los tratados no se discuten · en los 
parlamentos, pero deben ser ratificados» 47. 
En relación con el texto del proyecto constitucional hecho público 
en el Boletín de las Cortes, fuentes eclesiásticas manifestaron que exis-
tían notables .diferencias . en materias como la libertad religiosa, la 
confesionalidad, el matrimonio, la libertad de enseñanza y la enseñanza 
de la religión. Destacando que las diferencias eran abierta incompatihi-
lidad en lo relativo a la confesionalidad del Estado y a la indisolubili-
dad del matrirrlOnio. Y entendían que, en caso de aprobarse la Cons-
titución sin acuerdo previo de Roma sobre estos puntos, el hecho 
equivaldría a una derogación unilateral del Concordato 48. 
Con el títuJo «¿Una firma para varios acuerdos?», destaca «Eccle-
sia» las manifestaciones de fuentes cercanas al Ministerio de Asuntos 
Exteriores sobre que «las negociaciones entre Iglesia y Estado podrían 
firmarse en blQque, debido al poco tiempo que queda para el 28 de 
julio, término fijado hace dos años como fecha tope para la reforma 
total del Concordato. Los puntos que se firmarían son los Acuerdos 
jurídicos, enseñanza y cultura, asistencia religiosa a las Fuerzas Arma-
das y los de carácter financiero» 49. 
Recoge también «Ecclesia» el parecer del Nuncio de Su Santidad 
Mons. Dadaglio según el cual: «Hemos llegado a un texto que puede 
considerarse prácticamente definitivo por lo que puede adelantarse 
que el nuevo acuerdo estará formado dentro de muy pocos meses». 
y se refiere también él la consulta a los partidos políticos, reco-
giendo informaciones de la prensa: «En cuanto a la posible consulta 
a los partidos políticos y a la comisión de asuntos exteriores del Con-
greso, previa a la firma de los acuerdos para la revisión del Concor-
dato, parece que sería un paso que entraría en el nuevo contexto de 
la situación ( ... ) Los mismos medios han puesto también de mani-
fiesto la buena voluntad de ambas partes, resaltando que la nueva 
redacción dada a los acuerdos específicos sobre las distintas materias 
contiene una mayoría de fórmulas aceptables para los distintos grupos 
políticos que existen en España» 50. 
Al cumplirse el plazo de los dos años para la revisión del Concor-
dato, «Ecclesia» ponía de relieve el aplazamiento de los Acuerdos has-
ta la aprobación definitiva de la Constitución, citando fuentes del Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores. Se trataba, así, de que los acuerdos 
47. Cfr. E., ll. 1869 de 14.1.78, p. 62. 
48. Cfr. E., ll. 1883 de 29.4.78, p. 541. 
49. Cfr. E., ll. 1884 de 6.5.78, p. 573. 
50. Cfr. E., ll. 1885 de 13.5.78, p. 605. 
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definitivos estén conformes a su contenido con el texto de la nueva 
Constitución y recuerda «Ecclesia» la carta cursada a la Santa Sede 
por el Ministro español de Asuntos Exteriores, en la que se reservaba 
el derecho a romper unilateralmente el Concordato si en el plazo es-
tablecido no se concluían las nuevas negociaciones 51. 
Al cumplirse los dos años de la firma del Acuerdo de 1976, el Go-
bierto español hizo saber al Vaticano que consideraba vigente el Con-
cordato de 1953 -en los puntos no renovados- hasta que, concluido el 
proceso constitucional, puede pasarse a la firma de nuevos acuerdos 
que técnicamente están ya preparados 52. 
El 20 de noviembre de 1978 se inició la XXX Asamblea Plenaria 
del Episcopado. Eran fechas próximas a la celebración del Referen-
dum constitucional. En sus palabras con motivo de la apertura, el 
Nuncio de Su Santidad, Mons. Dadaglio, anunció que, dentro de no 
mucho tiempo, podrían ser firmados los acuerdos entre la Santa Sede 
y el Estado español, «en sustitución del viejo Concordato» 53. 
4. EL PRIVILEGIO DEL FUERO. INCIDENTES y ACTITUD 
DE LOS OBISPOS 
El · llamado privilegio del fuero se contiene en el artículo XVI del 
Concordato de 1953 54 • 
51. Cfr. E., n. 1896 de 29.7.78, p. 957. 
52. Cfr. E., n. 1897 de 12.8.78, p. 1004. 
53. Cfr. E., n. 1911 de 25.11.78 p. 1469. 
54. Art. XVI.-l. Los Prelados de quienes habla el párrafo 2 del canon 120 
del Código de Derecho Canónico, no podrán ser emplazados ante un juez laico 
sin que se haya obtenido previamente la necesaria licencia de la Santa Sede. 
2. La Santa Sede consiente en que las causas contenciosas sobre bienes o 
derechos temporales en las cuales fueron demandados clérigos o religiosos sean 
tramitadas ante los Tribunales del Estado, previa notificación al Ordinario del 
lugar en que se instruye el proceso al cual deberán también ser comunicadas 
en su día las correspondientes sentencias o decisiones. 
3. El Estado reconoce y respeta la competencia privativa de los Tribunales 
de la Iglesia en aquellos delitos que exclusivamente violan una Ley eclesiástica, 
conforme al canon 2198 del Código de Derecho Canónico. 
Contra las sentencias de estos Tribunales no procederá recurso alguno ante 
las Autoridades civiles. 
4. La Santa Sede consiente en que las causas criminales contra los clérigos 
o religiosos por los demás delitos, previstos por las leyes penales del Estado, 
sean juzgados por los Tribunales del Estado. 
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Para entender los problemas que en torno al privilegio del fuero 
surgieron, conviene recordar que en su origen -al margen de razones 
de oportunidad política- laten nociones de la férrea moral pública 
de la época, a cuya influencia era particularmente sensible el esta-
mento clerical. Su evolución cultural e ideológica de la sociedad, mo-
dificó también el sustento penal y procesal que justificaba el privile-
gio, haciéndolo indeseado por la Iglesia, mientras el Estado invocaba 
su exigilidad 55. 
Considero oportuno advertir que la línea expositiva trata de ce-
ñirse a los siguientes puntos: 
Sin embargo, la Autoridad judicial, antes de proceder deberá solicitar sin 
prejuicio de las medidas precautorias del caso, y con la debida reserva, el 
consentimiento del Ordinario del lugar en que se instruye el proceso. 
En el caso en que éste, por graves motivos, se crea en el deber de negar 
dicho consentimiento, deberá comunicarlo por escrito a la Autoridad competen-
te. El proceso se rodeará de las necesarias cautelas para evitar toda publicidad. 
Los resultados de la instrucción así como la sentencia definitiva del proceso, 
tanto en primera como en ulterior instancia, deberán ser solícitamente notifi-
cados al Ordinario del lugar arriba mencionado. 
5. En caso de detención o arresto, los clérigos y religiosos serán tratados 
con las consideraciones debidas a su estado y a su grado jerárquico. 
Las penas de privación de libertad serán cumplidas en una casa eclesiástica o 
religiosa que, a juicio del Ordinario del lugar y de la Autoridad judicial del 
Estado, ofrezca las convenientes garantías; o, al menos, en locales distintos 
de los que se destinan a los seglares, a no ser que la Autoridad eclesiástica 
competente hubiere reducido al condenado al estado laica!. 
Les serán aplicables los beneficios de la libertad condicional y los demás 
establecidos en la legislación del Estado. 
6. Caso de decretarse embargo judicial de bienes, se dejará a los eclesiás-
ticos lo que sea necesario para su honesta sustentación y el decoro de su 
estado, quedando en pie, no obstante la obligación de pagar cuanto antes a 
sus acreedores. 
7. Los clérigos y los religiosos podrán ser citados como testigos ante los 
Tribunales del Estado; pero si se tratase de juicios criminales por delitos a los 
que la ley señale penas graves deberá pedirse licencia al Ordinario del lugar en 
que se instruye el proceso. Sin embargo, en ningún caso podrán ser requeridos 
por los Magistrados ni por otras Autoridades, a dar informaciones sobre per-
sonas o materias de las que hayan tenido conocimiento por razón de su Sa-
grado Ministerio. 
Para hacerse cargo de hasta qué punto era anacrónica esta normativa, re-
sulta ilustrativa la comparación con el Derecho italiano. Vid. el clásico libro 
de O. GIACCHI, La giurisdizione ecclesiastica nel diritto italiano 2 (Milano, 1970). 
55. De este proceso es particularmente expresivo el siguiente comentario 
de De la Hera: «Este privilegio se concretó, en 1953, en una serie de medidas 
tendentes a evitar la publicidad de los delitos que pudiesen cometer los clé-
rigos y religiosos. La Iglesia deseaba que el público no tuviese noticia de tales 
hechos delictivos (concretados, en su mayor parte, en delitos sexuales yeco-
nómicos); el Estado la concedió una serie de medidas cautelares que venían 
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1. Relación de los incidentes que se producen con ocasión de la 
misión pastoral de la Iglesia, en conflicto con los intereses del poder 
temporal. Soy consciente de que este relato puede constituir una 
suerte de ~~crónica de sucesos» de las relaciones Iglesia-Estado, pero 
ilustra el clima social concreto en el que se desarrolló el proceso de 
revisión del Concordato. 
2. Razones aducidas por los obispos para motivar su decisión so-
bre procesamiento de clérigos o religiosos. 
El tema de fondo que en un plano técnico-jurídico se está deba-
tiendo, gira en torno a la interpretación del artículo XVI del Concor-
dato de 1953, y se centra fundamentalmente en los siguientes extremos: 
a) La delimitación entre proceso criminal y sanciones adminis-
trativas. El privilegio concordatario se refería a las «causas crimina-
les»; en cambio, la autoridad del Estado, quizá para evitar el supues-
to de hecho ~oncordatariamente contemplado, daba a algunas de 
estas situaciones el tratamiento de sanciones administrativas, con im-
posición de graves multas a los clérigos que, según el criterio de las 
Autoridades civiles, atentaban contra el orden público en el ejercicio 
de su función pastoral 56. 
b) Por su parte, la Autoridad eclesiástica, aparte de protestar en 
a ser: permiso del Ordinario para poder proceder al juicio de un clérigo ante 
los Tribunales estatales, no publicidad del proceso, cumplimiento de las posi-
bles penas de privación de libertad en lugares especiales. 
Pero desde los años en torno al 68, el tipo de delito de los clérigos varía. 
Surge entre el clero la oposición política del régimen, y las detenciones de 
clérigos obedecen a delitos políticos. Pero, en tales casos, los 'delincuentes' 
no desean ir a cárceles reservadas, sino a las comunes con sus compañeros se-
glares de ideología; y el permiso del Ordinario para procesar se convierte en 
una decisión política, por la que el obispo ha de tomar partido entre el régi-
men y sus enemigos. La situación ha cambiado radicalmente. La Iglesia ya 
no desea este privilegio, que ella solicitó en otros tiempos; y el Estado, inte-
resado ahora en cubrir de silencio las actividades antirrégimen del clero, es 
quien afirma que hay que atenerse rigurosamente al Concordato y mantener la 
eficacia de sus preceptos». Cfr. A. DE LA HERA, Iglesia y Estado ... , cit., p. 198. 
Sobre la problemática que plantea este privilegio, pueden verse: F. SOTO NIETO, 
Clérigos y religiosos ante los tribunales del Estado (Barcelona, 1966). C. CORRAL 
SALVADOR, El privilegio del fuero hoy, Sal Terrae, 56 (1958). L. GUTIÉRREZ MARTÍN, 
También los clérigos bajo la jurisdicción del Estado (Roma 1968). M. CABREROS 
ANTA, El privilegio del fuero eclesiástico en la reforma del concordato español, 
en «La Institución concordatoria en la actualidad» (Salamanca, 1971), pp. 539-562. 
56. Acerca del problema técnico de fondo, vid.: A. FUENMAYOR, Libertad de 
la Iglesia y libertad de predicación, en «lus Canonicum» 14 (1974), n. 28, 
pp. 354-368. 
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relación con estas sanciones, por considerarlas inadecuadas o, al me-
nos, desproporcionadas, insistía en que independientemente de la va-
loración que las Autoridades del Estado hicieran de los hechos, era 
solamente a ella a quien correspondía juzgar sobre si los sacerdotes 
se extralimitaban o no en el ejercicio de su función pastoral. 
c) En todo caso, cuando de acciones criminales se trataba y la 
Autoridad eclesiástica era requerida a dar su venia en aplicación del 
precepto concordatario, ésta quedaba en una difícil situación ante la 
opinión pública, porque si daba la venia podía crearse la impresión 
de que aceptaba la culpabilidad del imputado y si la denegaba, apare-
cía ante la opinión pública reclamando para el Clero un trato privi-
legiado en relación con los demás ciudadanos. 
d) Por otra parte en relación con el cumplimiento de penas de 
privación de libertad «en una casa eclesiástica o religiosa ... o, al me-
nos, en locales distintos a los que se destinan a los seglares ( ... )>>, 
arto XVI, n. 5, los sacerdotes condenado~ mostraron particular vehe-
mencia en demostrar su desacuerdo con el disfrute del «privilegio con-
cordatario» y su deseo de compartir la suerte de los demás reclusos. 
Estos cuatro aspectos del problema confluyen en multitud de 
hechos concretos. A continuación se recogen determinados textos que 
reflejan la actitud de los Prelados y de la revista «Ecclesia» ante las 
diversas vertientes de tan complejo problema. 
En abril de 1969 fue detenido el Vicario General de Pastoral de 
Bilbao, D. José Angel Ubieta, por hechos relacionados -en expresión 
del Administrador Apostólico de la diócesis- «con el ejercicio del mi-
nisterio pastoral y con consultas de orden moral que se le hicieron». 
Mons. Cirarda en una homilía pronunciada en la Basílica de Begoña 
con posterioridad a la liberación del Vicario, expuso los motivos de su 
negativa al auto de procesamiento. Y no era más grave la certeza de 
la inocencia de aquel sino las siguientes razones, que le parecían gra-
vísimas: «La salvaguardia de la plena libertad de la Iglesia en el 
ejercicio de sus poderes y la defensa de lo absolutamente secreto so-
bre las informaciones acerca de las personas y cosas de que los sacer-
dotes hayan podido tener noticia por razón de su sagrado ministerio. 
Los indicios contra mi Vicario los conozco por información de la auto-
ridad judicial. Todos se relacionan con el ejercicio del ministerio pas-
toral y con consultas de orden moral que se le hicieron. Por eso he 
querido garantizar la libertad del ejercicio de la jurisdicción y del mi-
nisterio eclesiástico, de acuerdo con el propio Concordato. No he tra-
tado de defender a mi Vicario; he querido que los que pudieran acer-
carse a él, como todos los que se acercan a un sacerdote para hacerle 
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alguna consulta de orden moral, sepan que el abrir la propia concien-
cia ante un sacerdote, aunque no sea en confesión sacramental, tiene 
la garantía del secreto siempre y en todo, aun ante los Tribunales de 
Justicia, como exige el mismo Concordato» 57. 
El mismo Prelado, y en relación con éste y otros acontecimientos 
de similar naturaleza, escribió una carta pastoral condenando la vio-
lencia y expresando su pesar en los siguientes términos: «Pena grande 
por la turbación producida en toda la diócesis, y en mí más que en 
nadie, por las repetidas detenciones de sacerdotes y religiosos, a quie-
nes se acusa de posibles implicaciones en estos o en aquellos delitos. 
Pena grande por algunas informaciones sensacionalistas y aun 
falsas que se han difundido, manchando la fama de algunos, dañando 
la paz y enturbiando los criterios. 
Pena grande porque, como dije en mi homilía del pasado domingo 
en Begoña, el concordato ha sido rozado en estos sucesos más de 
una vez» 58. 
En la misma ciudad, y pocas fechas después, fueron detenidos cin-
co sacerdotes por supuesto delito de propaganda subversiva. En rela-
ción con este hecho, la Oficina de Prensa del Obispado remitió a los 
medios informativos la siguiente nota: «En relación con la detención 
de los cinco sacerdotes que el pasado viernes, se encerraron volunta-
riamente en las oficinas del Obispado, se comunica: 
1.° La autoridad judicial militar determinó hoy tarde proceder a 
la detención de dichos sacerdotes por supuesto delito de propaganda 
subversiva. 
2.° En la legislación vigente no se requiere previo permiso de la 
autoridad eclesiástica para la detención de un sacerdote, pero el juez 
militar correspondiente solicitó del prelado su acción para la deten-
ción de dichos sacerdotes, dado que se hallaban en la sede del Obis-
pado. 
3.° El prelado, atento a las graves consecuencias pastorales pre-
visibles por la entrada de la fuerza pública en las oficinas de la curia 
57. Cfr. E., n. 1438 de 3.5.69, p. 617. 
58. Cfr. E., n. 1439 de 10.5.69, p. 654. Aclaración por parte de la Oficina de 
prensa del Obispado de Bilbao de la inexactitud de la materia referente al 
sacerdote D. Jesús M.a Beriartía, coadjutor de Berriz y el estudiante Juan 1. 
Absoló, que afirmaba se les estaba siguiendo juicio sumarísimo. Por el contrario 
-aclara la nota del Obispado- estos señores se encuentran en libertad desde el 
pasado martes por instrucción del juez. Cfr. E., n. 1449 de 19.7.69, p. 995. 
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diocesana, salvo el caso de urgente necesidad, según establece el vigen-
te Concordato, manifestó que consideraba no proceder la entrada de 
la fuerza pública en dichas oficinas. 
4.° La autoridad judicial militar consideró por su parte, que el 
caso era de urgente necesidad y decidió proceder a la detención, que 
se realizó sin incidente alguno por haber accedido los sacerdotes en-
cartados a ser llevados por la Policía que entró en el Obispado en su 
busca» 59. 
En el mismo año en que tienen lugar los sucesos anteriores se 
celebró en Burgos un Consejo de Guerra Sumarísimo, en el que esta-
ban procesados dos sacerdotes. En relación con la polémica entre la 
autoridad judicial militar y el Administrador Apostólico de Bilbao, so-
bre la petición de la primera para que la audiencia fuese pública, la 
Oficina de Prensa del Obispado de Bilbao razonó su negativa en estos 
términos: «El administrador apostólico quiere hacer constar, con esta 
ocasión, que su deseo personal sería que estas audiencias pudieran ser 
públicas, para una mejor información de la opinión sobre los hechos 
con sus agravantes y con sus atenuantes, por el conocimiento completo 
de los informes de la acusación y de la defensa. Y también porque 
considera desfasadas las cláusulas concordatarias relacionadas con los 
procesos de los sacerdotes, como tantas otras cosas de un Concordato 
cuya revisión es deseada casi unánimemente. Pero el prelado, res-
petuoso con una ley, que lo es a la vez de la Iglesia y del Estado, 
no tiene posibilidad de rehuir lo preceptuado concordatoriamente mien-
tras el Concordato esté en vigor. 
En este sentido, el prelado considera que es claramente contrario 
a la letra y al espíritu del Concordato no ya la celebración de audien-
cia pública, sino también la publicación de notas como la que da lu-
gar a estas observaciones, y que ha dado una publicidad inusitada a 
un proceso cuya no publicidad es un precepto legal. Pero siente espe-
cialmente su publicación y el tono de su contenido por cuanto pudie-
ra ser un factor más en el doloroso círculo de mutuas violencias, que 
tanto viene dañando la vida social y cristiana de Vizcaya» 60. 
La Santa Sede manifestó abiertamente su postura en ocasiones. 
Por ejemplo, al indultar el Jefe del Estado a siete sacerdotes detenidos 
por «perturbar el orden legalmente constituido», una nota hecha públi-
ca por Radio Vaticano terminaba con las siguientes nalabras: «La no-
59. Cfr. E., n. 1443 de 10.5.69, p. 793. 
60. Cfr. E., n. 1464 de 1.11.69, p. 1511. 
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ticia, que proviene de la Embajada de España ante la Santa Sede, 
es reconfortante e induce a esperar análogas soluciones para otros 
casos» 61. • 
Con motivo de la detención de un sacerdote y dos exseminaristas, 
el Arzobispo de Pamplona hizo las siguientes puntualizaciones: «En 
descargo de los libros sobre marxismo encontrados a los seminaristas, 
conviene aclarar que eran libros de consulta que utilizaban para sus 
estudios sobre esta materia, bajo la dirección de sus profesores, de 
acuerdo con las normas establecidas por el Secretariado Vaticano para 
los no creyentes, acerca del estudio del ateísmo y del marxismo en 
los centros de enseñanza eclesiástica. 
Hechas estas aclaraciones, no queda más que afirmar que la Igle-
sia de Navarra, el seminario diocesano y sus seminaristas y los movi-
mientos apostólicos obreros a los cuales pertenecen algunos del resto 
de los detenidos están totalmente libres de mentalidad e implicacio-
nes marxistas de dentro o fuera de Navarra» 6:1. 
En la Declaración «La Iglesia y la comunidad política», publicada 
al término de la XVII Asamblea Plenaria de la Conferencia Episcopal, 
los obispos se ocupan concretamente del privilegio del fuero, estudián-
dolo entre «algunos aspectos de las relaciones Iglesia-Estado en España 
que, si bien guardan conexión con el Concordato, necesitan de una es-
pecial iluminación y están sobre el tapete de la discusión abierta, aún 
al margen de los pactos concordatarios». Los obispos se pronuncian 
por la renuncia completa a este privilegio: «De entre los privilegios 
en favor de la Iglesia, de los que más frecuentemente se habla, es éste 
el que ocupa el primer lugar. 
El Código de Derecho Canónico, en su canon 120, lo define como 
un verdadero derecho privilegiado de los cléri~ros, por virtud del cual 
éstos 'deben ser emplazados ante el juez eclesiástico en todas las cau-
sas, tanto contenciosas como criminales, a no ser que se hubiera pre-
visto legítimamente otra cosa que casos particulares'. 
Se trata de un 'fuero especial' semejante, en su tanto, a los que 
todos los Estados conceden a determinadas personas, en atención a 
la especial función o responsabilidad que ejercen en la vida social. 
Conviene observar que la Santa Sede renunció ya, en el Concorda-
to actualmente vigente a buena parte de este privilegio, en cuanto 
convino con el Estado: que las causas contenciosas sobre bienes y 
derechos temporales, en las cuales fueren demandados clérigos o reli-
61. Cfr. E., n. 1484 de 21 y 28 del 3.70. p. 420. También en B., n. 1530 de 
20.2.71, p. 251. 
62. Cfr. E., n. 1539 de 1.5.71, p. 517. 
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giosos, sean tramitadas ante los Tribunales del Estado; y que incluso 
las causas criminales contra aquellos sean juzgados igualmente por 
los tribunales civiles, si bien en este caso se exige, como requisito pre-
vio, el consentimiento del ordinario del lugar. 
Los obispos españoles, teniendo en cuenta que, aun después de 
haber sido mitigado este privilegio, subsiste cierto trato de favor para 
los clérigos y religiosos en relación con presuntos delitos no directa-
mente ligados con su misión de ministros del Evangelio, nos pronun-
ciamos en favor de la renuncia completa al mismo. Sólo quisiéramos 
añadir que de aquí no podría deducirse que la autoridad del Estado 
sea competente para definir si los ministros de la Iglesia, cuando 
ejercen su ministerio y más particularmente el de la predicación, ac-
túan o no de conformidad con el Evangelio. Abolido el privilegio del 
Fuero, el Estado podría juzgar a los clérigos lo mismo que a los de-
más ciudadanos, de acuerdo con las leyes y a través de los Tribunales 
competentes. Pero siempre sería verdad que es sólo a la Iglesia a 
quien corresponde pronunciarse con autoridad acerca de si un acto 
ministerial se ajusta al Evangelio o, por el contrario, lo contradice» 63. 
En noviembre de 1973 se produjeron graves incidentes en la cárcel 
de Zamora denominada habitualmente en la prensa «carcel concorda-
taria» porque había sido preparada para que los reclusos sacerdotes 
estuvieran separados de los demás presos, en obsequio a lo dispuesto 
en el párrafo segundo del n. 5 del arto 16 del Concordato de 1953. Los 
protagonizaron los clérigos internos y tuvieron amplio eco en la opi-
nión pública, siendo objeto de distintas valoraciones 64. 
En relación con estos hechos la XIX Asamblea Plenaria 26 noviem-
bre-l diciembre 1973, encargó a la Comisión Permanente del Episco-
pado un análisis de los mismos y de sus consecuencias 65. 
«Ecclesia» en un editorial se refirió a los sucesos de los sacerdotes 
63. Cfr. E., n. 1627 de 27.1.73, p. 143, n.O 58 de la Declaración. 
64. Cfr. A. DE LA HERA, Iglesia y Estado ... , cit., pp. 208-210. «Días antes de la 
ll~gada de Casaroli, seis de los siete sacerdotes recluidos en la llamada 'cárcel 
concordataria' de Zamora protagonizaron un grave episodio de protesta contra 
su situación de aislamiento del resto de los presos políticos e iniciaron una 
huelga de hambre. Otros encierros y huelgas se prodigaron en el exterior en 
solidaridad con ellos. El episodio más sonado fue la ocupación, durante casi 
veinticuatro horas, de la Nunciatura de Madrid, desde donde los encerrados 
(más de un centenar entre sacerdotes y laicos) divulgaron escritos pidiendo la 
supresión de la cárcel concordataria, la amnistía para todos los detenidos po-
líticos y un pronunciamiento de la jerarquía en favor del respeto de determi-
nados derechos humanos». Cfr. J. L. ORTEGA, La Iglesia española desde 1939 hasta 
1976, en «La Historia de la Iglesia en España», vol. V, pp. 702-703. 
65. Cfr. E., n. 1675 de 9.1.74, p. 74. 
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recluidos en la cárcel de Zamora, cuyas peticiones fueron apoyadas 
por diversos grupos. El editorial contenía una extensa exhortación al 
deber que el seglar tenía de sentir con la Iglesia y a la responsabilidad 
de los medios de comunicación de presentar el auténtico rostro de la 
Iglesia a la opinión pública 66. 
Mons. Añoveros en una extensa pastoral titulada «Situaciones in-
traeclesiales y extraeclesiales. Reflexión y soluciones», se refirió a con-
cretas manifestaciones de violencia, entre las que relató: «Registros 
exhaustivos en domicilios particulares y bajo pretexto, algunas veces, 
de gravedad y urgencia, en casas parroquiales y religiosas, de prolon-
gadísima duración, emitiendo los actores juicios precipitados de sub-
vención de peregJ;'inos conceptos de Iglesia y manteniendo interroga-
torios que duran ocho y diez horas, durante toda una noche y parte 
del día, lo cual atormenta y produce gran aflicción, que es la defini-
ción, según el diccionario, de la tortura. Por otra parte, constantemen-
te nos llegan reclamaciones (y es natural que acudan a mi pobre per-
sona) sobre las circunstancias difíciles, duras, en las que se desenvuel-
ve la vida de algunos detenidos en las cárceles». 
Dedicó unas palabras de «preocupación de seria advertencia, so-
bre las circunstancias en que se encuentran aquellos sacerdotes en pri-
sión, que ocupar el primer lugar en la atención del obispo, porque, 
como sacerdotes diocesanos, participan con el obispo el sacerdocio 
único de Cristo. 
Estamos, me atrevo a afirmar, realizando todas las gestiones po-
sibles para remediar, o al menos, aliviar la situación. En general sufren 
penas, según muchos juristas consultados, desorbitadas, lo cual afecta 
a los valores morales de la justicia, a tenor de los hechos que en su 
día se les imputaron. ¿No será hora de una revisión más serena de 
aquellos procesos, de una actitud más benévola en la aplicación de los 
indultos, por parte de las autoridades competentes? 
Bajarían muchas armas de heridas abiertas, de odios y hostilida-
des, de familias que sufren sin cuento, de presos en peligro de pade-
cer verdaderas enfermedades psíquicas. 
Lamentamos profundamente los últimos acontecimientos ocurri-
dos en la cárcel de Zamora. Lo hemos dicho más de una vez, repro-
baremos siempre todo acto de violencia. Pero sentimos y suplicamos 
se les mire con benevolencia, dada la situación de estos sacerdotes, que 
viven, en nuestra estimación, entre otras circunstancias difíciles, el con-
vencimiento Íntimo de lo desproporcionado de las penas que pade-
cen» 67. 
66. Cfr. B., n. 1668 de 24.11.73, pp. 1585·1586. 
67. Cfr. B., n. 1668, pp. 1601-1604. 
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Posiblemente el incidente más espectacular, de este período, fue 
el que la crónica periodística del momento bautizó como el «caso 
Añoveros». La realidad de los hechos no ha sido suficientemente acla-
rada. Como se sabe, a raíz del envío y lectura de un ciclo de homilías 
(y, en especial, de la titulada «El cristianismo como mensaje de salva-
ción para los pueblos») se recibieron en el Obispado de Bilbao deter-
minadas sugerencias del Gobierno para que la homilía en cuestión no 
se pronunciara. Habiéndose leído en la diócesis de Vizcaya, Mons. 
Añoveros fue retenido en su domicilio, por orden del Ministro de la 
Gobernación, aplicándose la misma medida al Vicario General D. José 
Angel Ubieta. Como quiera que la autoridad policial instó al Obispo 
para realizar un viaje, éste respondió que debía recibir por escrito la 
orden motivada de salida; que requería una decisión personal del San-
to Padre; y que de otro modo, saldría únicamente contra su voluntad 68. 
El Vaticano hizo pública una nota lamentando lo sucedido y ma-
nifestando su confianza en una solución conveniente para la Iglesia 
y el Estado 69. 
Para tratar de la situación de Mons. Añoveros, la Comisión Per-
manente del Episcopado se reunió en sesión extraordinaria. La Comi-
sión hizo público un comunicado en el que manifiesta haber escu-
chado la amplia y detallada información que les fue ofrecida por el 
Obispo de Bilbao, el Cardenal Presidente de la Conferencia Episcopal, 
el Cardenal Primado de Toledo y el Nuncio Apostólico de Su Santi-
dad. En relación con el primero de los citados, la Comisión pone de 
relieve las afirmaciones que hizo aquel «en conciencia»: a) La falsedad 
de que en su intención y en la de su vicario general de Pastoral se 
pretendiera atacar la unidad nacional y sembrar la discordia entre 
los ciudadanos. b) Su demostrado y constante amor a España y el res-
peto y lealtad debidos a la unidad nacional. c) La ausencia de cual-
quier intención política-partidista en la homilía origen de los hechos, 
que sólo pretendía iluminar cristianamente las conciencias. 
La Comisión proclamó la fraterna comunión con el Obispo de Bil-
bao y su rectitud de intención 10. 
En relación Gon la situación conflictiva entre los sacerdotes y la 
68. Cfr. E., n. 1682, de 9.3.74, pp. 309-311. 
69. Ibid., p. 311. El Arzobispo de Barcelona, Mons. Jubany en una homilía, 
mostró su adhesión fraterna al Obispo de Bilbao. Cfr. E., ibid., en el mismo 
sentido se pronunciaron los Obispos de la provincia eclesiástica de Sevilla. 
Cfr. E., n. 1683 de 16.3.74, p. 351. Cfr. Comentario editorial de «Ecclesia» en 
n. 1682 de 9.3.74, pp. 299-300. 
70. Cfr. E., n. 1683 de 16.3.74, pp. 350-351. Cfr. comentario editorial de 
-«Ecclesia» llamando a la responsabilidad, ibid., pp. 339-340. 
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autoridad civil, el Arzobispo de Pamplona y Administrador apostólico 
de Tudela, Mons. José Méndez Asensio, «entregó una nota al goberna-
dor civil de la Provincia de Navarra en la que, con referencia a multas 
y arrestos de sacerdotes, por ciertas homilías, le manifiesta que 'las 
numerosas detenciones y cuantiosas multas impuestas presentan ante 
el país el rostro desfigurado de la Iglesia y clero navarros' y le subraya 
'la oportunidad y necesidad de un diálogo antes de tomar decisiones 
unilaterales de esta naturaleza y gravedad'. 
El gobernador, a su vez, publicó una nota en la que afirma que 
'es misión de la autoridad del Estado el juicio acerca de las posibles 
infracciones que se cometan contra la legislación vigente en materia 
penal y de orden público, sobre todo cuando las mismas puedan ser 
atentatorias cotra la propia unidad de España o tengan constancias 
claras con la subversión'. y en cuanto a la oportunidad y necesidad 
del diálogo, 'a nuestro entender, es conveniente y deseable siempre, 
pero imposible de practicar sobre la base de hechos delictivos ya con-
sumados, de carácter subversivo y atentatorios contra la paz social 
y la unidad de los españoles'» n. 
En relación con la reunión de la Comisión Permanente del Episco-
pado, celebrada en abril de 1975, «Ecclesia» destaca en un editorial 
la firme defensa que hace la Iglesia de su libertad: « .. .los prelados 
también se refieren a las 'situaciones conflictivas que surgen, a dis-
tintos niveles, entre representantes de la Iglesia y de la sociedad civil'. 
Las ya innumerables multas gubernativas impuestas a sacerdotes de 
las más diversas regiones españolas, a causa de homilías pronunciadas 
en los templos y la suspensión por la autoridad civil de dos asambleas 
pastorales -Vallecas 72 y Canarias-, que iban a ser presididas por sus 
respectivos obispos, han deteriorado las relaciones, ya tensas, entre 
Iglesia y Estado. La Iglesia está dispuesta a defender con toda firmeza 
el derecho a su libertad e independencia en el ejercicio de su misión 
evangélica. El prip.cipio posiblemente se acepte en teoría; pero el pro-
blema se plantea cuando, como con frecuencia ocurre, se quiere reducir 
esta misión a un aspecto meramente cultural e individualista, vaciando 
la misión de la Iglesia de todo contenido social, o entendiendo éste 
como una mera exposición de principios abstractos. Por eso -destaca 
el comunicado- 'el Episcopado español quiere recordar expresamente 
el derecho de la Iglesia a proyectar la luz de los principios cristianos 
sobre los problemas temporales concretos, que afectan a los católicos, 
71. Cfr. E., n. 1739 de 1.3.75, p. 294. 
72. Para información sobre suspensión de la Asamblea, Vid.: Mons. INIESTA, 
Papeles prohibidos (Madrid, 1977), pp. 51-59 Y E., n. 1733 de 22 y 29.3.75 pp_ 
371-372; 9., id., 397-398. 
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en la vida temporal, así como el derecho del Estado a su indepen-
dencia en el campo que le es propio» n. 
En relación con las homilías multadas «Ecclesia» comenta el co-
municado de prensa hecho público al finalizar la reunión habitual de 
los obispos de las provincias eclesiásticas de Sevilla y Granada, que 
se celebró los días 26 y 27 de octubre de 1975 y en el que se lee: «Con 
notable malestar hemos recibido también los obispos las numerosas 
sanciones y multas impuestas recientemente a sacerdotes de varias 
diócesis andaluzas a propósito de homilías o preces litúrgicas». 
Destaca el e_ditorial el valor de esta intervención: «Empecemos 
por destacar que no niegan los obispos andaluces la posibilidad del 
conflicto, es decir, de que puedan darse o se hayan dado extralimita-
ciones en la predicación de homilías o en otros textos litúrgicos. Lo que 
los obispos dicen es que 'no han podido por menos de lamentar la 
dureza de tales sanciones ... '. Y su lamentación parece justificada si 
se tiene en cuenta no sólo el montante total -varios millones en los 
últimos tres años-, sino también el altísimo baremo económico en 
que se sitúan estas sanciones. En no pocos casos, y aun en los últimos 
años, se ha tenido noticia de multas de hasta medio millón de pesetas. 
¿Cómo entender que estas sanciones a textos presuntamente delictivos, 
pero en todo caso leídos únicamente ante los pocos fieles que asisten 
a misa a una hora y en una iglesia concreta, resulten mucho más fuer-
tes que las que suelen imponerse a revistas de larguísima difusión na-
cional por artículos o escritos juzgados improcedentes?». 
«Señalan a continuación los obispos del Sur cómo las multas se 
decretan en ocasiones 'sin suficiente comprobación de los hechos a 
los que no pocas veces se les califica indebidamente de delictivos'. Nó-
tese a este respecto que no es la inmunidad predicatoria lo que están 
exigiendo los obispos ni privilegio alguno particular. Ni siquiera re-
cuerdan los textos de alto rango -Concordato de 1851, Convenio de 
1941, Convenio de 1946 y Concordato de 1953- que garantizan que 'no 
se pondrán impedimento alguno a dichos prelados ni a los demás sa-
grados ministros en el ejercicio de sus funciones ... '. Los obispos se li-
mitan a señalar la insuficiencia jurídica del procedimiento aplicado 
ahora con normalidad y a reclamar, implícitamente, que en caso de 
conflicto se proceda a un planteamiento judicial del mismo. La vía ad-
ministrativa o gubernativa no cabe duda que es más expeditiva, pero 
las pruebas y demás requisitos hacen más sereno el juicio judicial y 
más ajustado el pronunciamiento de los tribunales. La denuncia 'de 
oído' de un simple asistente a la homilía no parece brindar base jurí-
73. Cfr- E., n. 1742 de 31.5.75, pp_ 695-696. 
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dica suficiente para una medida gubernativa de la gravedad no sólo 
económica, sino también humana que pueden entrañar estas sanciones». 
Yen relación con el juicio sobre el contenido de las homilías, des-
taca el editorial la siguiente contradicción: «Tampoco conviene olvidar 
el despropósito ya registrado en algunas ocasiones de que el mismo 
texto que las autoridades civiles han considerado ofensivo a la religión 
o incompatible con su doctrina haya sido tenido después por perfecta-
mente ortodoxo por la competente autoridad eclesiástica» 74. 
El obispo de Albacete dirigió una carta al Presbiterio y a sus fieles 
diocesanos en relación con la multa impuesta a un párroco por deter-
minadas expresiones de la «oración universal de los fieles» 75. 
A principios de 1976, «Ecclesia» se refería nuevamente a las ho-
milías multadas, pero esta vez enmarcándolas en un clima de disten-
sión y concordia, referidos a la revisión del Concordato: «La disten-
sión hacia la que hoy se apunta parece, por otra parte, fácil y cercana. 
Se tiene hoy la impresión de que algunos globos inflados últimamente 
se han dehinchado por sí solos. Valga como ejemplo, el de las homilías 
multadas. Al parecer ha bastado con que se ensanchasen un poco los 
márgenes de la tolerancia para que cupiesen dentro textos homiléticos 
y pastorales que antes parecían condenados a quedarse siempre fuera. 
Recientes y múltiples contactos de los nuevos responsables de la po-
lítica religiosa española con miembros de la jerarquía eclesiástica ra-
tifican también que la distensión y la concordia son ya un hecho. Y un 
hecho que podría cuajar pronto en gestos concretos y bien significa-
tivos» 76. 
El 7 de marzo de 1976 «Ecclesia» recoge la noticia de la supresión 
de la cárcel concordataria de Zamora. La transmite como información 
de un obispo versado en el tema, al pleno de la XXIV Asamblea de 
la Conferencia Episcopal 77. 
Con posterioridad a la firma del Acuerdo de 1976, registra «Eccle-
sia» dos casos de detención de sacerdotes. En uno de ellos determina 
que la causa fueron «los términos vertidos en una homilía» 78. Y relata 
también la prohibición gubernativa de celebrar los XIV Coloquios de 
Parroquias en Pontevedra. Dice que los motivos de tal decisión dene-
gatoria se concretaron en la presunta presencia de grupos políticos 
74. Cfr. E., n. 1764 de 8.11.75, pp. 1415-1416. 
75. Cfr. E., n. 1765 de 22.11.75, p. 1506. 
76. Cfr. E., n. 1774 de 24.1.76, pp. 103-104. Puede verse un interesante estu-
dio sobre las homilías multadas con profusión de datos sobre la predicación 
conflictiva en la España postconciliar, En, E., id., pp. 123-124. 
77. Cfr. E., n. 1780 de 7.3.76, p. 347. 
78. Cfr. E., n. 1811 de 30.10.76, p. 1515. 
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de la oposición que iban a leer sus comunicados y programas. Y se 
lamenta «Ecclesia» en los siguientes términos: «En uno de nuestros 
últimos editoriales nos atrevíamos a asegurar: 'Por otra parte, las ho-
milias multadas, las asambleas cristianas prohibidas y los "casos Año-
veros" parecen pasados ya a la historia'. Tras lo que acaba de ocurrir 
en Pontevedra no nos queda sino pedir perdón humildemente por nues-
tra ingenuidad» 19. 
5. EL PRIVILEGIO DE PRESENTACIÓN 
El privilegio de presentación de obispos se contiene en el art. VII 
del Concordato de 1953, el cual se remite al Acuerdo estipulado entre 
la Santa Sede y el Gobierno español el 7 de junio de 1941. Por virtud 
del mismo, el Jefe del Estado español es quien, tras un complejo pro-
cedimiento, presenta el nombre del candidato llamado a cubrir la va-
cante de una sede arzobispal, episcopal, residencial y de coadjutor 
con derecho de sucesión. 
Quedaban, pues, fuera de este privilegio los nombramientos de 
Obispos Auxiliares y de Administrador Apostólico. 
A raíz del Concilio Vaticano 11, la Santa Sede solicita del Estado 
español que renuncie a este privilegio. Recuérdese la carta de Pablo VI 
al General Franco en 1968 y la respuesta de éste al Papa, en la que 
se ha fijado el comienzo de la crisis oficial del Concordato de 1953 8°. 
La decisión del Estado de defender a ultranza su derecho de pre-
sentación, podía tener las siguientes razones a juicio del profesor de 
la Hera: «mentalidad regalista, y evitación de un episcopado adverso; 
y junto a ellas, una tercera: conservar el Estado uno de sus privile-
gios concordatarios más importantes, baza fundamental a la hora de 
una futura negociación para revisar el Concordato» 81. 
Así las cosas, la Santa Sede había procedido a aumentar el número 
79. Cfr. E., n. 1813 de 13.11.76, p. 1586. 
80. Cfr. p. 4 Y nota 2 de este mismo trabajo. Para la temática general y de 
fondo que plantea este privilegio, vid.: C. CORRAL SALVADOR, La libertad religiosa 
y la intervención de los Estados en el nombramiento de Obispos, en «Revista 
Española de Derecho Canónico», 21 (1966) pp. 63-92. 
81. Cfr. A. DE LA HERA, Comentario al Acuerdo entre la Santa Sede y el Es-
.tado español de 28.7.76, en «lus CanonicumJO, n. 32, XVI (1976), pp. 154-155. 
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de Auxiliares y Administradores Apostólicos de libre nombramiento 82. 
El Arzobispo de Madrid-Alcalá, Dr. Morcillo, en unas declaracio-
nes a un periódico madrileño en 1969 -que recoge «Ecclesia»- se 
refirió al privilegio de presentación, desvinculándolo de la prerrogativa 
del fuero. En su opinión era necesario salvar el principio básico de que 
el derecho de nombramiento de obispos, compete al Romano Pontífice. 
y en este sentido dijo: «Uno de los temas sobre el que habrá que 
tomar una decisión es el nombramiento de obispos, y que tal como 
hoy está regulado, ha servido para que muchos, me atrevo a decir que 
con malas intenciones y hasta farisáicamente, se hayan escandalizado 
para calumniar a la misma Iglesia y para atacar injustamente al Esta-
do. Ante todo, hay que salvar el principio básico de que el derecho de 
nombramiento de los obispos compete al Romano Pontífice, quien, 
como supremo Jerarca, tiene poder exclusivo para hacerlo. Y si es 
cierto que históricamente los métodos han sido muy diversos, siempre 
ha sido porque la Santa Sede, por unas u otras razones, 10 ha permi-
tido. No deja de ser una ingenuidad, un tanto malévola, 10 que hoy 
se sueña de nombrar los obispos por sufragio popular, como si se tra-
tase de la elección de unos funcionarios públicos, o de los representan-
tes de la comunidad en un parlamento eclesiástico. La Santa Sede, 
que siempre en esta materia ha actuado con prudencia exquisita, no 
dejará muy probablemente -y así viene formulado ya en el 'Motu pro-
prio Ecclesiae Sanctae'- de consultar y de oír a la jerarquía ecle-
siástica por medio de las conferencias episcopales antes de hacer los 
nombramientos; como es también muy probable que no deje de no-
tificar previamente al Estado los nombres de los candidatos por si el 
Estado tuviere alguna grave objeción que oponer. Así lo hace con los 
Gobiernos de otros países» 83. 
82. Para el tema de los obispos auxiliares. Vid.: Mons. N. TIBAU, Precisiones 
históricas sobre el nombramiento de obispos auxiliares en España y fuera de 
España, en «Revista Española de Derecho Canónico», núm. 87 vol. XXX (1974). 
Vid. también G. DELGADO, Los Obispos auxiliares (Pamplona, 1979). 
83. Cfr. E., n. 1426 de 1.2.69, p. 167. Es interesante reseñar aquí un comuni-
cado del Vaticano referido a la renuncia al privilegio de imponer el birrete 
Cardenalicio por parte de determinados Jefes de Estado: «Es sabido que al-
gunos soberanos y otros jefes de Estado han gozado en el pasado del privile-
gio de imponer el birrete cardenalicio a los nuevos cardenales, especialmente 
a los nuncios apostólicos elevados a la dignidad de la púrpura. 
Aun siendo conscientes de las circunstancias que antaño justificaron la con-
cesión por su parte de dicho privilegio, la Santa Sede ha juzgado ahora que 
era su deber el hacer respetuosamente presente a los jefes de Estado intere-
sados -Italia, Francia, Portugal y España- que, habida cuenta del carácter 
exquisitamente sagrado y espiritual del alto cargo cardenalicio, y también si-
guiendo el espíritu del Concilio Ecuménico Vaticano n, parecía oportuno que 
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El discurso inaugural de la XI Asamblea Plenaria del Episcopado 
(febrero de 1969), fue valorado por «Ecclesia» en el contexto de las 
relaciones Iglesia-Estado en España, considerando particularmente ne-
cesario evitar incluso cualquier apariencia de regalismo o de clerica-
lismo a la hora de formular concretamente unas relaciones correctas y 
actualizadas entre ambas potestades. Cita «Ecclesia» la Declaración 
conciliar «Gaudium et Spes» sobre renuncia a privilegios y la conecta 
con el de presentación de los obispos, diciendo: «La Iglesia, además, 
'no pone hoy su esperanza en privileglOs dados por el poder civil y 
renunciará al uso de ciertos derechos legítimamente adquiridos tan 
pronto c::>mo conste que su uso puede empeñar la pureza de su testi-
monio'. Y a su vez no quiere conceder en 10 sucesivo derechos o pri-
vilegios de elección, presentación o designación de candidatos al Epis-
copado y ruega a las autoridades civiles que quieran renunciar espon-
táneamente, en diálogo con la Sede Apostólica, a los derechos o pri-
vilegios anteriormente adquiridos por pacto o costumbre. Posterior-
mente la Motu Proprio 'Ecclesiae Sanctae', en aplicación de las nor-
mas conciliares, dispuso que las Conferencias Episcopales propongan 
a la Santa Sede el nombre de los sacerdotes que estimen idóneos para 
el oficio episcopal de conformidad con las normas que aquella es-
tablezca» 84. 
A raíz de determinados incidentes ocurridos en la diócesis de 
Bilbao, se hicieron algunas afirmaciones sobre el modo de proceder de 
la Santa Sede en el nombramiento de Obispos. Sobre este particular 
hizo pública una nota la Nunciatura Apostólica en España. Desmiente 
la Nunciatura la realidad de tales aseveraciones diciendo: «La Santa 
Sede, para remediar el difícil problema de las numerosas vacantes de 
diócesis que se han producido en los últimos años y que en no pocos 
casos todavía están sin proveer, recurre, según se dice, al nombramien-
to de obispos auxiliares para promoverlos después a sedes residen-
ciales, como si tal promoción pudiese tener lugar prescindiendo de los 
trámites concordatarios normales. 
En el vigente Concordato, como es sabido, no existe ningún acuer-
do para el nombramiento de obispos titulares (auxiliares, administra-
dores apostólicos, etc.). No se establecen, pues, unas normas generales 
sobre el nombramiento de obispos, sino únicamente de los obispos re-
también el privilegio de la imposición del birrete cardenalicio debiera cesar. 
La adhesión que los mencionados jefes de Estado han dado a la propuesta 
de la Santa Sede ha sido cortés, diligente y loablemente unánime. La Santa 
Sede la ha recibido con reconocimiento y sincera satisfacción». 
Cfr. E., n. 1435 de 12.4.69, p. 547. 
84. Cfr. E., n. 1471 de 20.12.69, pp. 1735-1736. 
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sidenciales, coadjutores con derecho a sucesión, vicario general cas-
trense y del obispo prior de las Ordenes militares. 
Al nombrar, pues, libremente obispos auxiliares, la Santa Sede 
ni va contra la letra y el espíritu del Concordato ni recurre a ninguna 
interpretación forzada del mismo. 
Este proceder rige en todos los países de régimen concordatario 
sin que se pueda prever que la Iglesia cambie su actitud, ya que las 
exigencias pastorales y el bien de las almas piden que ella defienda 
este margen de legítima libertad. El uso de esta libertad, recurso nor-
mal frecuente en el gobierno eclesiástico, no puede interpretarse como 
un acto de desconsideración. 
No debiera ignorarse, tampoco, que para la promoción de un 
obispo auxiliar a una sede residencial es necesario seguir el normal 
procedimiento concordatario que concede al Estado un privilegio de 
presentación. La Santa Sede respeta escrupulosamente esta cláusula 
como las demás del Concordato. 
La Nunciatura Apostólica en España, por tanto, se ve en el deber 
de rechazar cualquier insinuación tendenciosa sobre la buena fe de 
la Santa Sede en lo que concierne al respeto a las normas pactadas» 85. 
En un editorial se lamenta «Ecclesia» de la existencia de sedes va-
cantes no cubiertas durante un año, poniendo de manifiesto que «el 
actual sistema de nombramiento de nuestros obispos evidentemente 
no funciona y provoca daños difícilmente reparables en la vida cris-
tiana de las comunidades diocesanas» 86. 
La Declaración «La Iglesia y la comunidad política» se ocupa, en 
el número 59 del privilegio de presentación considerándolo como la 
más importante de entre las concesiones mutuas contenidas en el Con-
cordato y poniendo de relieve su influencia en el proceso dilatorio 
para la provisión de las diócesis españolas, y ruega a las autoridades 
del Estado que resuelvan el problema renunciando a este privilegio: 
«En el conjunto de mutuas concesiones contenidas en el Concordato 
vigente, es ésta, sin duda, la que sobresale por encima de todas las 
demás. Se trata, en efecto, de un verdadero privilegio que confiere al 
Estado una intervención eficaz en el nombramiento de quienes han de 
ocupar los puestos de mayor responsabilidad en la vida de la Iglesia. 
Es precisamente el ejercicio de tal privilegio el que, en momentos de 
dificultad para las pacíficas relaciones entre la Iglesia y el Estado, con-
tribuye en mayor medida a hacerlas complejas y enojosas e incluso 
85. Cfr. B., n. 1497 de 27.6.70, p. 894. 
86. Cfr. B., n. 1622 de 16.12.72, pp. 1723-1724. 
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a confundir a buena parte de nuestro pueblo en relación con los lími" 
tes que separan las respectivas competencias de una y otra. Como con-
secuencia de aquellas dificultades, no pocas veces se dilata la provi-
sión de las diócesis españolas, lo cual, como a nadie se le oculta, causa 
grave daño al pueblo cristiano. 
El Concilio Vaticano 11, por otra parte, declaró solemnemente 
'que el derecho de nombrar e instituir a los obispos es propio, pecu-
liar y de suyo exclusivo de la competente autoridad eclesiástica' (C. D., 
20). Es verdad que la Iglesia misma, a lo largo del tiempo, había con-
cedido a las autoridades civiles de algunos países católicos un cierto 
derecho a intervenir en el nombramiento de sus obispos. Pero fue el 
mismo Concilio el que, dirigiéndose a esas autoridades 'cuya obediente 
voluntad para con la Iglesia reconoce y altamente estima', les rogó con 
toda cortesía 'que quieran renunciar espontáneamente después de con-
sultada la Sede Apostólica, a los derechos o privilegios mencionados' 
(C. D., 20). El Concilio entendió que el deseo explícito de la Iglesia de 
reivindicar su plena libertad en el nombramiento de los obispos habría 
de ser más valorado y dejaría más expedito el camino para cualquier 
negociación si confiaba, como lo hizo al dirigir a las autoridades ci-
viles afectadas ruego tan cortés, en su recta comprensión, sobre todo 
tratándose, como se trataba, precisamente de países católicos. Por 
nuestra parte, estamos seguros de que las buenas relaciones entre la 
Iglesia y el Estado son tanto más fáciles de conservar y de perfeccio-
nar cuanto mayor sea la reconocida independencia de ambos en ma-
teria de tanta importancia. 
Por último, el derecho a elegir y nombrar libremente a sus minis-
tros es una de las consecuencias más obvias del derecho a la libertad 
religiosa, que el Concilio defiende para todas las confesiones. y el mis-
mo Estado español, al incorporar -como ya vimos- aquel derecho 
a nuestro ordenamiento jurídico, reconoce ese derecho a las confe-
siones no católicas, sin reservarse privilegio alguno de presentación. 
Por todo ello, consideramos llegado el momento de responder de 
manera eficaz a la justa petición de la Iglesia y, en consecuencia, roga-
mos respetuosamente a las autoridades del Estado que adopten las me, 
didas conducentes a la solución de este problema» 87. 
«Ecclesia» se hace eco en febrero de 1976 de las dificultades exis-
tentes durante años para nombrar obispos residenciales en España, 
motivadas por la tensión existente en las relaciones entre la Iglesia 
y el Estado, y refiere unos contactos entre Mons. Dadaglio y el Ministro 
87. Cfr. E., n. 1627 de 27.1.73, p. 144, n.O S9 de la Declaración. 
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español de Asuntos Exteriores, Sr. Areilza, como indicios de normali-
zación en este sentido 88. 
Abundando en lo anterior, informa «Ecclesia» -y valora- «los 
tres años justos de la orfandad episcopal de la diócesis de Alava», y 
la existencia de nueve sedes españolas sin obispo o sin obispo propio 
y definitivo. Cita unas declaraciones de Mons. Yanes para quien estos 
hechos constituyen «una verdadera humillación para la Iglesia, una 
herida que se hace cada vez más dolorosa e insoportable». Y solicita 
que los fieles sean informados de estos problemas de las relaciones 
Roma-Madrid 89. 
El Cardenal Enrique y Tarancón, en unas declaraciones con motivo 
de la consagración episcopal de Mons. Javierre, afirmó que los acuer-
dos parciales entre la Iglesia y el Estado empezarían por el nombra-
miento de obispos, sin previa presentación por parte del Estado 90. Es-
tas declaraciones resultarían premonitorias. Pocos días después de las 
mismas el Rey Juan Carlos I renunciaba al privilegio de presentación 
de obispos 91. 
Tras la renuncia real al privilegio de presentación el 15 de julio 
de 1976 y la firma del Acuerdo entre la Santa Sede y el Gobierno espa-
ñol del 28 del mismo mes y año, el nombramiento de nuevos Prelados 
correspondía a la Santa Sede, que queda obligada únicamente a la 
cortesía de la «prenotificación». «Ecclesia» recoge en septiembre de 
1976 la inminencia del nombramiento de los nuevos obispos, celebran-
do la solución del problema planteado en algunas dócesis españolas 92. 
Los nombramientos se produjeron efectivamente, y valoró «Eccle-
sia» la rapidez conque se iba llegando a regularizar la situación pen-
diente, favorecida «por el silencio administrativo con que el Estado 
ha preferido responder a la ahora preceptiva y casi simbólica prenoti-
ficación» 93. 
6. ALGUNOS ASPECTOS CONCRETOS DE LA CRISIS: LA OCUPACIÓN 
DE TEMPLOS Y LA DOTACIÓN ECONÓMICA DE LA IGLESIA 
Las difíciles relaciones entre la Iglesia y el Estado y la escasa vir-
88. Cfr. E., n. 1776 de 7.2.76, p. 206. 
89. Cfr. E., n. 1785 de 10 y 17.4.76, pp. 495-496. 
90. Cfr. E., n. 1797 de 10.7.76 p. 986. 
91. Cfr. supra pp. 28 Y 29 Y nota 34 de este mismo trabajo. 
92. Cfr. E., n. 1805 de 18.9.16, p. 1298. 
93. Cfr. E., n. 1806 de 25.9.76, p. 1304; E., n. 1812 de 6.11.76, p. 1519; E., n. 
181" de 4.12.76, p. 1664; E., n. 1820 de 1 y 8.1.77, pp. 59-61. 
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tualidad del Concordato de 1953 para darles salida adecuada, se ma-
nifiestan también en aspectos aparentemente incidentales, pero no por 
ello menos expresivos de la crisis concordataria. Los dos a que voy 
a referirme -el problema de la ocupación de templos y la dotación 
económica de la Iglesia- llenaron las páginas de la prensa durante 
muchos años y pusieron de relieve la utilización del Concordato como 
instrumento político y no como fórmula de entendimiento y armonía. 
A. Ocupación de templos 
Es suficientemente conocido que la falta de cauces legales para 
ejercer el derecho a la libertad de expresión, individual o colectiva fue 
utilizada en el período que estudiamos para justificar la ocupación 
de Iglesias y lugares eclesiásticos con fines extra-religiosos. El apoyo 
técnico jurídico sería el artículo XXII del Concordato de 1953, que 
garantizaba la inviolabilidad de las iglesias y lugares sagrados, pala-
cios episcopales, despachos parroquiales, etc. La fuerza pública no po-
día entrar en los citados edificios, salvo en caso de urgente necesidad, 
sin el consentimiento de la competente Autoridad eclesiástica. 
El arzobispado de Madrid-Alcalá hizo pública una nota en enero 
de 1969, ante el hecho repetido de ocupación de Iglesias en Madrid. 
Manifestó con firmeza su desaprobación en los siguientes términos: 
« .. .los templos son lugares de culto, de oración y formación religiosa 
y no deben ser utilizados para otros fines que los enumerados; que los 
pastores de la Iglesia estamos siempre dispuestos a atender las peti-
ciones razonables que se nos quieran hacer en todo aquello que es de 
la competencia de la Iglesia, si bien es evidente que no podemos resol-
ver asuntos que competen a la autoridad civil; que la ocupación de 
un templo cualquiera por quienes buscan objetivos no religiosos es 
una violación del derecho que los demás fieles tienen a utilizarlo para 
los fines que le son propios y, por lo mismo, no puede ser aprobada 
ni indefinidamente tolerada, y que la caridad con que hasta ahora han 
sido tratados por los párrocos los ocupantes de los templos no pue-
de ser óbice para que, en lo sucesivo, se empleen los medios legales 
pertinentes para impedir la ocupación y para desalojar los locales ocu-
pados. 
Ruego e invito, por tanto, a los diocesanos a quienes interese a que 
desalojen voluntariamente el templo ocupado; que eleven sus peticio-
nes por vía legal a quien corresponda -acción en la que bien saben 
que no nos negamos a ser sus intermediarios-, y que se abstengan 
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en adelante de recurrir a un procedimiento tan irregular y de tan 
problemática eficacia como el que públicamente desaprobamos» 94. 
La Comisión Permanente del Episcopado español, en una nota 
de 6 de febrero de 1969, sobre la necesidad de conservar la paz y el 
orden público se refirió también a la ocupación de templos: «Decimos 
en particular, a los católicos que no deben llevar sus diferencias o 
discrepancias ni las presiones reivindicativas a los lugares destinados 
a la oración, al culto divino y a la formación religiosa. Son muy 
pocos y reducidos los grupos que en los meses anteriores han practi-
cado o han inducido a practicar ese procedimiento. No podemos dejar 
de recordarles que violan el derecho de los demás fieles a que los 
templos sirvan a sus fines propios» 95. 
El arzobispado de Barcelona en relación con registros policiales 
efectuados en dos parroquias de la diócesis hizo constar «que no 
había sido solicitada ninguna autorización del arzobispo para llevar 
a cabo el registro. En ambos casos la autoridad civil ha estimado que 
se trataba de un 'caso de urgente necesidad', previsto en el arto 22.2 
del Concordato». Asimismo manifestó que el arzobispado «jamás ha 
autorizado y desautoriza para el futuro, cualquier tipo de reunión o 
maniobra política perseguida por la ley en aquellos lugares cuya invio-
labilidad está garantizada por el artículo 22.1 del vigente Concor-
dato» 96. 
Los obispos de San Sebastián, Mons. Argaya y Administrador 
apostólico de Bilbao, Mons. Cirarda, en una carta conjunta condenan-
do toda clase de violencias, declararon: «que no son conformes al que-
rer de la Iglesia acciones tales como ocupaciones de templos, las lla-
madas 'huelgas eucarísticas', escritos o palabras, de uno o de otro 
signo, individuales o de grupos, en los que la pasión o las medias 
verdades desfiguran los hechos y perturban las conciencias» 97. 
Mons. Infante Florido, Obispo de Canarias, se refiere a un nuevo 
hecho de «encierro voluntario» en un templo protagonizado por tra-
bajadores. Y hace una reflexión sobre los motivos que inducen a los 
trabajadores a adoptar esta medida: «Es lamentable que en conflictos 
del mundo obrero se acuda -a veces desesperadamente- a este medio 
94. Cfr. E., n. 1424 de 18.1.69, p. 115. 
95. Cfr. E., n. 1428 de 152.69, p. 225. 
96. Cfr. E., n. 1433 de 22.3.69, p. 415. En la misma línea pueden verse las 
declaraciones de Mons. Morcillo, Presidente de la Conferencia Episcopal en E., 
n. 1435 de 12.4.69, p. 509; Y E., n. 1489 de 2.5.70, p. 613 en relación con el encie-
rro de 17 personas en la Catedral de Barcelona y nota del Obispo auxiliar 
Mons. Guix a través del Arzobispado. 
97. Cfr. E., n. 1519 de 28.11.70, pp. 2157-2158. 
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del encierro en un templo -lugar de culto y oración- para reclamar 
derechos o presentar legítimas aspiraciones, o hacer oír la voz de los 
trabajadores ante la opinión pública. Es igualmente doloroso que he-
chos como éste puedan ser manejados por intereses políticos o consi-
derados por sí mismos como atentados al orden público» 98. 
Con motivo de haber sido desalojados por la fuerza pública va-
rios templos de Asturias, el arzobispo de Oviedo Mons. Díaz Merchan, 
difundió una nota en la que, entre otras cosas decía: «Ninguna autori-
dad de este Arzobispado ha dado su consentimiento para que fueran 
desalojados los templos ni ha habido tiempo para que pudiera mani-
festar su parecer en lo que compete a la jurisdicción eclesiástica ( ... ). 
Este arzobispado considera que la ocupación de iglesias y lugares sa-
grados no es el procedimiento adecuado para lograr reivindicaciones 
del tipo que éstas sean, y sería de desear que la sociedad civil arbitrara 
los medios oportunos para la resolución pacífica en conflictos de esta 
naturaleza» 99. 
Los obispos de la diócesis de Pamplona-Tudela, San Sebastián y 
Bilbao, ofrecieron unas orientaciones pastorales conjuntas sobre «La 
utilización de templos y otros locales de la iglesia para fines no estric-
tamente religiosos, culturales o pastorales>}. Tras analizar los hechos 
y los problemas pastorales que planteaban, hacen unas valoraciones 
sobre el derecho de libertad de expresión y el orden político: «Estamos 
persuadidos, con todo, de que los problemas aquí planteados no podrán 
tener solución adecuada mientras no exista un leal y eficaz recono-
cimiento de los derechos de libre expresión y manifestación de la so-
ciedad, mientras no se llegue a una más precisa y justa interpretación 
de lo que debe considerarse una verdadera alteración del orden públi-
co, y en tanto las personas, los grupos sociales, sean o no creyentes, 
y la misma autoridad pública, no valoren en su justa medida los sen-
timientos religiosos de los cristianos y los derechos públicamente re-
conocidos a la Iglesia». 
y ofrecen las siguientes orientaciones: 
a) En relación con las asambleas: «No encontramos razones para 
autorizar positivamente el uso de los templos con el fin de realizar 
asambleas de carácter político-sociaL .. 
Solamente en aquellos casos excepcionales, en los que exista la 
98. Cfr. E., n. 1558 de 11.9.81, p. 1670. 
99. Cfr. E" n. 1561 de 2.10.71, p. 1819. En el mismo sentido, en comunicado 
del Arzobispado de Sevilla, en E., n. 1637, p. 428; Cfr. en relación con la postura 
del Obispo de Palma de Mallorca y su Consejo Episcopal, E., n. 1774 de 
24.1.76, p. 135. 
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certeza moral de que la asamblea es solicitada por todos aquelloscu-
yos legítimos intereses entran en juego, podrá autorizarse con estas 
condiciones: que no pueda realizarse en otro lugar, que se comunique 
el orden de los asuntos a tratar, que exista alguien que se responsa-
bilice del desarrollo de la asamblea y de la fidelidad al orden de tra-
bajo presentado, y que se respete el carácter del lugar. 
Ante la fuerza pública, los responsables de los templos mantendrán 
la negativa a conceder cualquier forma de autorización para entrar 
en ellos, sin que el mero hecho de realizarse la reunión o asamblea 
justifique la intervención de la fuerza pública en el interior del lugar 
sagrado. 
Ante la insistencia de la fuerza pública, alegando la urgente ne-
cesidad prevista en el Concordato, y para evitar males mayores, los 
sacerdotes podrán ofrecerse a servir de mediadores y comunicar la 
intención de desalojar el templo; la decisión de quedarse o de salir 
la adoptarán los mismos interesados. Los sacerdotes harán lo posible 
por persuadir a la fuerza pública, a fin de que los que están en el 
templo puedan salir sin género alguno de medidas o acciones repre-
sivas». 
b) Distinguen luego las ocupaciones de templos respecto de las 
Asambleas y establecen los criterios a seguir: «Las ocupaciones de tem-
plos se distinguen por la intención de permanecer en ellos un tiempo 
prolongado, al contrario de las asambleas que, en principio, solamente 
duran el tiempo necesario para deliberar y tomar decisiones. 
En general, los criterios a seguir han de ser los mismos que los 
señalados en el apartado anterior, relativo a las asambleas» 100. 
El Secretariado diocesano de Medios de Comunicación Social de 
Oviedo, hizo público una nota en relación con la utilización de los 
templos en Asturias, de la que destacamos por su interés: 
a) Los templos y locales de la iglesia son instrumentos necesa-
rios para poder desarrollar su misión cultual, pastoral y formativa. 
No son, por tanto, los lugares adecuados para otro tipo de actividades 
sociales, laborales, etc. 
b) Cuando el pueblo no dispone de otros lugares para tratar de 
sus problemas sociales, culturales, laborales la Iglesia puede autorizar 
el empleo de sus locales, ejerciendo así su papel de servidora de los 
pobres y suplencia de actividades que corresponderían a una sociedad 
bien organizada. 
100. Cfr. E., n. 1816 de 4.12.76, pp. 167-174. 
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c) La jerarquía no concedió permiso, en ninglÍn momento para 
que la autoridad gubernativa interviniera dentro de los locales sagra-
dos, ni para que impidiera su uso. 
d) La Iglesia diocesana no deja de expresar su honda preocupa-
ción por el «clima de sufrimiento, de temor y de soledad» que vive 
el mundo obrero «al no disponer todavía de causas reales y eficientes 
de participación, reunión y expresión», tal como fue subrayado por el 
comunicado del Consejo Presbiteral de Oviedo, con fecha de 11 de fe-
brero de 1976 101 • 
«Ecclesia» destaca en un editorial la entrada en las Cortes espa-
ñolas de dos importantes Proyectos de Ley: los que regulan el Dere-
cho de Asociación política y el Derecho de Reunión. Y transcribe el 
texto del apartado b) del artículo 3.° del Proyecto de Ley de Reunión 
junto con algunas reflexiones sobre el mismo: «Al precisar este pro-
yecto lo que llama 'ámbito de aplicación de la ley' excluye determina-
das reuniones de carácter estatal, electoral, sindicales, militares yestu-
diantiles y da por excluida también 'la celebración de actos religiosos, 
católicos o de asociaciones confesionales no católicas legalmente reco-
nocidas, en los templos, recintos correspondientes de los cementerios 
y locales debidamente autorizados. Las restantes reuniones quedarán 
sometidas a las disposiciones de la presente ley'» ( ... ) ¿Quién autori-
zará esos locales de que se habla: la autoridad civil o la religiosa? 
y ¿ quién decidirá en caso de conflicto -:-que puede presentarse fre-
cuentemente tal y como está redactado el proyecto- sobre el carácter 
religioso, o no, de una reunión cuya autorización se solicita? El pro-
yecto no parece tener en cuenta otros órganos de decisión que los de 
la autoridad civil, y ello nos retrotrae a los múltiples y recientes con-
flictos motivados por la predicación de homilías que, en muchos casos, 
fueron consideradas como delictivas por la autoridad gubernativa mien-
tras eran tenidas por ortodoxas y evangélicas por parte de los obispos 
respectivos» 102. 
:B. La dotación económica de la Iglesia 
El artículo XIX del Concordato de 1953, trata «de la creación de un 
.adecuado patrimonio eclesiástico que asegure una congrua dotación 
.del culto y del clero» 103. 
101. Cfr. E., n. 1784 de 3.4.76, p. 483. 
102. Cfr. E., n. 1786 de 24.4.76, pp. 559-560. 
103. Cfr. El Concordato de 1953 (Madrid 1956), pp. 452-453. 
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La ayuda económica del Estado a la Iglesia 104 aparece en la opi-
nión de los obispos y en la línea editorial de «Ecclesia», contemplada 
desde las siguientes perspectivas: 
a) No se plantea el problema de incumplimiento del Concordato 
en materia de pago de la dotación. La actitud crítica se basa en la con-
sideración de que el clero padece grave penuria económica derivada de 
una retribución insuficiente. 
b) Preocupación de quedar vinculada la Iglesia a la estructura 
político-temporal a través de esta dotación económica. Preocupación 
que se manifiesta expresamente en una de las proposiciones de la 
Asamblea conjunta obispos-sacerdotes. 
c) La necesidad de mantener la dotación y hacerla compatible 
con la independencia de la Iglesia, llevan a ésta a basar su estrategia 
en materia de la ayuda económica del Estado, enfocándola en que se 
trata de un derecho y negando que constituya un privilegio (y así se 
invoca, frecuentemente, el n. 2 del artículo XIX del Concordato: « ... el 
Estado, a título de indemnización por las pasadas desamortizaciones 
de bienes eclesiásticos y como contribución a la obra de la Iglesia en 
favor de la Nación, le asignará anualmente una adecuada dotación»). 
Todo este planteamiento puede considerarse anticipatorio del 
«Acuerdo sobre asuntos económicos» que, junto con otros tres, fue 
concluido entre la Santa Sede y el Gobierno español el 3 de enero de 
1979. Algunos ejemplos aclararán lo expuesto: 
En enero de 1969, cuarenta y tres sacerdotes de la Archidiócesis 
de Barcelona renunciaron al sueldo del Estado. Basaban su renuncia 
en que, con ella, daban testimonio en favor de la libertad de la Iglesia 
frente a los poderes públicos y, al mismo tiempo, pretendían demos-
trar que el sacerdote no es un funcionario del culto 105. 
En enero de 1973, la «hoja dominical» de la diócesis de Barcelona 
se refiere a una información sobre la dotación del Estado a la Iglesia, 
lamentando que no se detallaran suficientemente las distintas parti-
104. La bibliografía sobre el régimen económico de la Iglesia en España es 
abundante. Como ejemplo pueden verse C. ALBIÑANA GARcfA-QUINTANA, El régi-
men jurídico-económico de la Iglesia en España, en Constitución y relaciones 
Iglesia-Estado en la actualidad (Actas del Simposio hispano-alemán organizado 
por las Universidades de Comillas y Salamanca) (Salamanca 1978), pp. 103-124; 
R. Pozo TAMAMES, La Iglesia y "su economía» una opción: libertad o dependencia 
(Barcelona, 1976) y A. MOSTAZA RODRÍGUEZ, Sistemas estatales vigentes de dotación 
de la Iglesia católica, en "Estudios Eclesiásticos», 57 (1977). 
105. Cfr. E., n. 1424 de 18.1.69, p. 115. 
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das: «Juzga positivo el hecho de la divulgación de la cantidad que apor-
ta a la Iglesia el Estado, y que asciende, además de las exenciones 
tributarias, a: seis mil millones de pesetas». Pero puntualiza que sólo 
los colegios religiosos suponen al Estado un ahorro anual que supera 
esa cantidad. Advierte también que las asignaciones al personal no 
son abundantes. Otrás se destinan a la conservación de monumentos 
de valor artístitco e histórico, que de todos modos tendría que apor-
tar. En cuanto a las exenciones tributarias queda dicho que el Estado 
sale beneficiado con la contribución de la Iglesia a obras benéficas y 
culturales, como las de enseñanza. 
Aunque el ideal sería la independencia económica de la Iglesia, 
es necesario que el pueblo fiel conozca siempre la verdad en esta ma-
teria. Y sepa que ahora un coadjutor y hasta un párroco perciben del 
Estado menos de cinco mil pesetas mensuales 106. 
«Ecclesia» en un editorial titulado «La justicia no es un privile-
gio» dice: «Frecuentemente, cuando se habla y escribe de la aporta-
ción económica que el Estado presta a las instituciones y personas 
eclesiásticas, se da la impresión, por la forma y por el tono, de que 
se trata de donativos o subvenciones graciosas, dádivas liberales fun-
dadas exclusivamente en la benevolencia y generosidad de los poderes 
públicos; en este sentido se urgen los deberes de gratitud y reconoci-
miento, que tal beneficio exige como elemental correspondencia. Un 
plateamiento de este género indudablemente requiere una nítida cla-
rificación que coloque los conceptos en su dimensión justa». 
Se refiere luego a la forma en que pueden desarrollarse las rela-
ciones económicas de un Estado con la Iglesia, indicando que en el 
caso de España a partir de la desamortización de Mendizábal, «se han 
propuesto siempre como relaciones de justicia, ya sea basándose en 
un principio de restitución, que algunos opinan carece hoy de fuerza 
jurídica; ya sea fundamentadas en la consideración más amplia del 
deber que el Estado tiene de promover los valores morales y religiosos, 
dentro del bien común y de la tutela de los derechos de los ciuda-
danos». 
E insiste en la idea de que las contribuciones económicas del Es-
tado a la Iglesia en la España actual se fundan en criterios de justicia: 
«La Iglesia cumpliendo fielmente su misión y en el ámbito de su pro-
pio campo, contribuye eficazmente al bien de la sociedad y merece en 
justicia una digna y desinteresada ayuda. Esta función social de la Igle-
sia, de sus instituciones y sus ministros, es reconocida por el pueblo 
cristiano que, en definitiva, es quien, a través de sus contribuciones 
106. Cfr. E., ll. 1575 de 15.1.72, pp. 105 Y 107. 
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fiscales, aporta los medios para que los presupuestos generales del Es-
tado, votados en las Cortes, cumplan sus obligaciones. Pensar que las 
ayudas concedidas por la Administración a la Iglesia, que según las 
cifras publicadas suponen tantos millones, son simplemente subven-
ciones graciosas, significaría tachar injuriosamente a nuestros gober-
nantes de prodigalidad. Se podrá llegar a otras fórmulas y situaciones, 
pero, hoy por hoy, es coherente afirmar que las contribuciones econó-
micas del Estado a la Iglesia se fundan en criterios de lógica . justicia, 
reafirmadas tantas veces en leyes y concordatos» 107. 
En la primera ponencia de la Asamblea conjunta obispos-sacerdo-
tes, el punto 4.4 se titula «una desvinculación del poder económico». 
Trata de esta materia como un aspecto de la independencia de la Igle-
sia y dice: . «Las asambleas diocesanas insisten, por ello, en la nece-
sidad de que la Iglesia aparezca ella misma como una Iglesia pobre 
y no como un poder más de este mundo» 108. 
Eventualmente, la dotación económica a la Iglesia Católica se 
utilizó por alguna personalidad política como arma arrojadiza de 10 
que se presumía -ante los progresivos deseos de independencia ecle-
sial- ingratitud de la Iglesia al régimen 109. 
De entre los problemas actuales que trata especialmente la Decla-
ración «La Iglesia y la Comunidad Política», uno de ellos es la ayuda 
económica a la IgJesia. Centra el problema, tras un pequeño preámbulo 
sobre la delicadeza del tema y su existencia en otros países, en los 
siguientes términos: «hoy, con mayor profundidad y precisión, se tien-
de a considerar dichas prestaciones, como un servicio a los ciudadanos 
destinado a desarrollar su dimensión religiosa». 
Destaca luego la atención que la Iglesia presta a muchas necesi-
dades de los hombres y como, por esta causa, «la Iglesia constituye un 
factor incalculable por sus generosos servicios a la humanidad. 
Nada puede reclamar la Iglesia por estos servicios. Siempre serán 
menores que los que exige de sus miembros nuestra condición de dis-
cípulos de Cristo, que se hizo uno de nosotros y murió por nosotros. 
107. Cfr. E., n. 1624 de 6.1.73, pp. 3-4. 
108. Cfr. Asamblea conjunta ... , cit., pp. 74-76. 
109. A finales de 1972 el Vicepresidente del Gobierno, Almirante Carrero 
Blanco, en un discurso pronunciado en diciembre ante el Consejo de Minis-
tros, lamentaba la ingratitud de la Iglesia, recordando la cifra indiscriminada 
de 300 mil millones de pesetas como suma de la ayuda económica prestada a 
la Iglesia por el régimen de Franco. 
Ante la dura reacción suscitada en los sectores jerárquicos y eclesiales por 
este «mazazo Carrero», como lo apellidó el Diario Pueblo, el propio General 
Franco, en su tradicional mensaje de fin de año a los españoles, se encargaba 
de suavizar la situación». Cfr. J. L. ORTEGA, La Iglesia ... , cit., vol. V, pp. 700-701. 
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La Iglesia se presenta en el Concilio como maestra de humanidad y 
servidora de los pobres. Y cualquier ayuda que reciba de personas o 
de instituciones va destinada siempre al servicio de Dios y a la salva-
ción de los hombres. Aunque es natural que para desarrollar plena-
mente su misión necesite de medios materiales, una Iglesia rica carece 
de sentido. 
A esta luz deben mirarse todos los sistemas vigentes en el mundo 
de ayuda estatal a la labor de la Iglesia, a los que nadie califica de 
privilegios. Y en estos principios se inspiran las prestaciones que ella 
viene recibiendo del Estado español. Por otra parte, conviene distin-
guir bien entre aquellas -ciertamente módicas- que retribuyen a las 
personas y aquellas otras -lógicamente cuantiosas- que van destina-
das a los servicios educativos y asistenciales, a la conservación del te-
soro religioso histórico-artístico o a la reparación y construcción de 
templos y otros inmuebles. 
La Iglesia debe educar en sus fieles una conciencia de colabora-
ción económica que haga posibles la evangelización, el culto y la ca-
ridad. Pero ni rechaza aquellas ayudas que, sin oscurecer la pureza de 
su testimonio, potencien su misión de servicio, ni considera un privi-
legio recibirlas del pueblo español a través del Estado, gerente y res-
ponsable principal del bien común. 
Es de esperar, en fin, que la revisión concordataria consiga dar 
a este problema la equitativa solución que requiere. La Iglesia es cons-
ciente de su vocación de servicio. Ni pretende ponerle precio alguno, 
ni puede hipotecar su libertad a cambio de las prestaciones que reciba. 
y en este espíritu de sencillez de respetuosa dignidad y de desprendi-
miento evangélico deseamos actuar siempre en materia económica» 110. 
La situación económica del clero y su relación con la que se con-
sidera escasa dotación estatal, la economía de la Iglesia, la seguridad 
social del clero, se ponen de relieve en diversas declaraciones de la 
Jerarquía y el clero, y se reflejan en la línea de opinión de «Ecclesia» 111. 
110. Cfr. E., n. 1627 de 27.1.73, p. 144, n.O 60 de la Declaración. 
111. Cfr. E., n. 1649 de 8.6.74, p. 770; E., n. 1709 de 28.9.74, p. 1267; E., n. 1687 
de 20.4.74, p. 526; E., n. 1719 de 7.12.74, pp. 1599-1600; E., n. 1726 de 1.2.75 p. 165; 
E., n. 1754 de 30.8.75, p. 1122; E., n. 1776, de 7.2.76, p. 175; E., n. 1808 de 9.2.76, 
p. 1406; E., n. 1780 de 7.3.76, pp. 344-346; E., n. 1797 de 10.6.76, pp. 972-914; E., n. 
1798 de 17.6.76, pp. 1009-1010; E., n. 1813 de 13.11.76, p. 1555; E., n. 1823 de 29.1.77, 
p. 170; E., id., p. 139; E., n. 1844 de 2.7.77, p. 906; E., n. 1851 de 3:9.77, p. 1174; 
E., n. 1860 de 5.11.77, pp. 1457-1459; E., n. 1861 de 19.11.77, pp. 1521-1523; E., n. 
1863 de 26.11.77, p. 1531; E., n. 1829 de 12.3.77, p. 386; E., n. 1909 de 11.11.78, 
pp. 1392-1393. Para un estudio detallado de la situación económica del clero. 
Vid.: C. PRESAS BARROSA, La sustentación del clero en España. Precedentes histó-
ricos y situación actual, editado por la Universidad de Santiago de Compostela 
(1979). 
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El Director General de Asuntos Religiosos, Sr. Zulueta, lanzó, a 
comienzos de 1978, la idea de que en un futuro inmediato pudiera 
tener vigencia en España el sistema del llamado «impuesto religioso», 
inspirado en el modelo alemán. Esta proposición abrió una amplia 
'polémica en distintos órdenes, singularmente en la hipotética incons-
titucionalidad de la afectación de las aportaciones de los contribuyen-
tes a una concreta confesión religiosa 112. 
CONCLUSIÓN 
A lo largo de este trabajo he ido repasando textos del Episcopado 
español y algunas informaciones relacionadas con ellos, con el único 
fin de mostrar la posición de la jerarquía católica de España en rela-
ción con un asunto en el que no era interlocutor en el estricto sentido 
técnico-jurídico de las relaciones bilaterales, pero que tenían una ex-
traordinaria importancia en relación con multitud de problemas con-
fiados a su solicitud pastoral. 
No es por tanto éste un estudio técnico de la teoría de las fuen-
tes del Derecho Eclesiástico español, sino de doctrina del magisterio 
eclesiástico sobre las relaciones Iglesia-mundo, aunque la doctrina se 
proyectará sobre la problemática pastoral de un documento bilateral. 
Me parece, sin embargo, que los datos que de este estudio se des-
prenden no están totalmente exentos de interés para la construcción 
técnica del Derecho Eclesiástico, porque pueden ayudar a que ésta se 
lleve a cabo con realismo, lo que es perfectamente compatible con las 
exigencias técnico-jurídicas. 
La confluencia de las modas antipacticias con las direcciones téc-
nicas de la concepción constitucionalista del Derecho Eclesiástico 113 
112. Cfr. E., n. 1871 de 28.1.78, p. 126; E., n. 1901 de 16.9.78, p. 1150; E., n. 
1903 de 30.9.78, p. 1211; E., n. 1907 de 28.10.70, p. 1342; E., n. 1910 de 18.11.78, 
p. 1411. 
113. Sobre la perspectiva constitucional de la moderna Ciencia del Dere-
cho Eclesiástico italiano, dentro de la «evolución de la temática del Derecho 
Eclesiástico en Italia», puede verse: P. LoMBARDíA, Síntesis histórica, en «Derecho 
Eclesiástico del Estado español» (Pamplona, 1980), pp. 141-145 Y bibliografía por 
él citada. 
Sobre el valor de la institución concordataria en el Derecho Eclesiástico 
moderno, Vid.: V. REINA -A. REINA, Lecciones de Derecho Eclesiástico español 
(Barcelona, 1983), pp. 144 Y ss. 
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llevan a centrar la atención en la Constitución y su desarrollo y a colo-
car en segundo plano el tema concordatario. 
Matizando de alguna manera esta orientación, el Prof. Lombar-
día 114 puso de relieve que es necesario considerar el sucederse de los 
acontecimientos políticos en el proceso de reforma política española 
para entender aspectos importantes de nuestro Derecho Eclesiástico. 
Si bien es cierto que en el orden lógico la fuente primera del actual 
Derecho Eclesiástico español es la Constitución, en un orden cronoló-
gico lo es el Acuerdo de 28 de julio de 1976; es decir, una fuente bila-
teral expresiva de una comprensión del Derecho Eclesiástico como un 
sistema de relaciones entre ordenamientos. 
Como es bien sabido condicionó fuertemente la redacción del n. 3 
del artículo 16 de la Constituci4n como claramente se desprende de la 
discusión parlamentaria 115. 
114. Cfr. P. LOMBARDÍA, Opciones políticas y ciencia del Derecho Eclesiástico 
español, conferencia pronunciada el 6 de mayo de 1983, en la Universidad de 
Zaragoza, que será publicada en los estudios en homenaje al Prof. Gismondi. 
115. Un estudio sobre la discusión parlamentaria del proyecto de la Cons-
titución de 1978, puede verse en J. J. AMORÓS, La libertad religiosa en la Consti-
tución española de 1978 (tesis doctoral inédita). 

